
ROL C-103-2021
Fojas 1

NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia
JUZGADO : 14  Juzgado Civil de Santiagoº
CAUSA ROL : C-103-2021
CARATULADO : MU OZ/MINISTERIOSEREMI SALUD (FISCO DE Ñ
CHILE)

Santiago,  a un d a del mes de febrero de dos mil veintitr s.í é

VISTOS:

Comparece don Carlos Emilio Toloza Eguiluz, abogado, con domicilio en calle Cerro 

Colorado  N°  5.240,  Torre  1,  piso  18°,  comuna  de  Las  Condes,  Regi nó  

Metropolitana, en representaci n de don ó Carlos Alejandro Mu oz Carranzañ , chileno, 

empleado, c dula de identidad N° 5.175.884-6, domiciliado en Avenida Gran Avenidaé  

Gral. Jos  Miguel Carrera N° 14.000, Departamento 43, comuna de San Bernardo,é  

Regi n Metropolitana, quien conforme a lo expuesto en los art culos 254 y siguientesó í  

del C digo de Procedimiento Civil, interpone demanda de indemnizaci n de da os yó ó ñ  

perjuicios en contra del Fisco de Chile, representado por el Presidente del Consejo de 

Defensa del Estado, don Juan Antonio Peribonio, abogado, ambos con domicilio en 

calle Agustinas N° 1687, comuna de Santiago, Regi n Metropolitana, de conformidadó  

con los antecedentes que a continuaci n se pasan a exponer.ó

I. Hechos que dan cuenta de la prisi n pol tica y tormentosó í

Se ala que como quedar  de manifiesto en el presente juicio los hechos descritos en elñ á  

presente cap tulo de la demanda han sido reconocidos voluntariamente por el Estado deí  

Chile a trav s de la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura (de ahora ené ó ó í  

adelante Comisi n Valech I). Don Carlos Alejandro Mu oz Carranza figura reconocidoó ñ  

como v ctima de torturas y prisi n pol tica con el n mero de registro N° 674.í ó í ú

Relata que su mandante fue detenido sin orden judicial ni administrativa alguna y 

conducido a la Escuela de Infanter a del Ej rcito de Chile ubicada en la comuna deí é  

San Bernardo donde fue torturado en reiteradas oportunidades. A continuaci n, exponeó  

los detalles de su cautiverio. El d a 30 de septiembre de 1973, don Carlos Alejandroí  

Mu oz Carranza, quien se desempe aba como vendedor, y que militaba activamenteñ ñ  
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siendo Secretario General de la Juventud Radical Revolucionaria, se encontraba en su 

domicilio en Villa La Portada, Block B, departamento 43 comuna de San Bernardo, 

donde  personal  del  Ej rcito  de  Chile  procedi  a  detenerlo  sin  contar  con  ordené ó  

administrativa ni judicial previa se al ndole de inmediato por su nombre, traslad ndoseñ á á  

con una capucha en la cabeza hacia un sitio desconocido para l. En ese sentido laé  

persecuci n iniciada por agentes del Estado estaba directamente direccionada en suó  

contra por considerarlo opositor al r gimen de facto imperante.é

Agrega que en dicho contexto, una vez ingresado en el Regimiento ubicado en el 

cerro Chena, su representado estuvo en una sala junto a otros prisioneros que recuerda 

con los nombres de Joel Silva, V ctor Videla Godoy y Adolfo Ipinza Morales. Hab aí í  

como 30 personas m s en aquella sala donde los mantuvieron amarrados y con lasá  

capuchas con las cuales hab an sido trasladados. Una de las personas que tambi ní é  

recuerda en su cautiverio fue Edgardo Riveros Mar n, quien a la poca de los hechosí é  

era militante de la Democracia Cristiana que pudo ver a su mandante en el recinto. 

ste ltimo prisionero con posterioridad ser a Diputado y Subsecretario General de laÉ ú í  

Presidencia  de  Chile  en  dos  mandatos  presidenciales.  Luego  empezaron  los 

interrogatorios preguntando por la ubicaci n de armas, el denominado “Plan Z” y losó  

nombres de personas que estar an preparando una revuelta contra el r gimen que seí é  

acababa de hacer del poder.

A ade que los militares lo interrogaron acerca de estos temas aplicando golpes en lañ  

cara con la pala militar, encapuchados los hac an formarse para simular un fusilamientoí  

por haber traicionado la patria, y le pegaban con calcetines que llenaban con arena 

mojada. Las torturas se hicieron m s intensas con los d as, y fue llevado a un lugará í  

que le llamaban f brica de ladrillos al interior del campamento de prisioneros de cerroá  

Chena, donde aplicaron electricidad con un d namo en diversas partes de su cuerpoí  

(lengua, pies, genitales y manos), insistiendo que les diera nombres de desertores de las 

filas del Ej rcito y detalles del denominado Plan Z. Probablemente, esto se deb a aé í  

ra z de que su padre era Suboficial del Ej rcito a la poca de los hechos y cumpl aí é é í  

funciones al interior del ya citado Regimiento por lo que los interrogadores pensaron 

que l podr a tener informaci n privilegiada.é í ó
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Narra que transcurridos once d as de cautiverio, los militares le hicieron firmar unaí  

declaraci n donde indica que no fue sometido a ning n tipo de maltrato, y lo liberaronó ú  

finalmente el d a 10 de octubre de 1973 en la comuna de Calera de Tango en elí  

cruce  con  Lonqu n.  Su  padre  trat  de  realizar  desesperadamente  las  gestionesé ó  

necesarias para su liberaci n y finalmente pudo tomar conocimiento de sus lesiones. ó

Precisa que durante su vida, con posterioridad a estos hechos, vivi  un permanenteó  

acoso por parte de las Fuerzas Armadas, cuesti n que lleg  al extremo de tener queó ó  

abandonar el pa s en noviembre de 1973, procediendo a radicarse en Venezuela yí  

Argentina donde pudo estabilizar su vida, para posteriormente poder volver a nuestro 

pa s en marzo de 1980.í

Asegura  que  su  representado  ha  sufrido  una  profunda  angustia  por  lo  ocurrido, 

reviviendo su situaci n represiva con mucho dolor,  recordando a las personas queó  

alcanz  a ver con vida al interior del Campamento de Prisioneros de Cerro Chena, deó  

los cuales varios fueron finalmente ejecutados y/o desaparecidos.

II. El derecho aplicable.

1) Concurrencia de un il cito internacional perpetrado por agentes del estado.í

Refiere que los antecedentes relatados con anterioridad dan cuenta de la existencia de 

cr menes  contra  la  Humanidad,  con  expreso  reconocimiento  en  instrumentosí  

internacionales que cristalizaron d cadas de costumbre internacional, firme y persistenteé  

como el Estatuto de la Corte Penal Internacional, los estatutos previos del Tribunal 

Militar de N remberg, el Tribunal Penal Militar Internacional para el Lejano Oriente,ü  

el Tribunal Penal Internacional para la Antigua- Yugoslavia y el para Ruanda. Cada 

uno de estos instrumentos reflej  en su normativa material y formal reglas de iusó  

cogens que prescrib a la sanci n y persecuci n de un c mulo de acciones que laí ó ó ú  

humanidad no permitir a en todo tiempo y lugar. De all  que la tortura, como unaí í  

modalidad de crimen contra la humanidad est  reconocida en el Estatuto de la Corteá  

Penal Internacional, ratificado por nuestro pa s, y en su articulado consagra: “Art culoí í  

7 Cr menes de lesa humanidad 1. A los efectos del presente Estatuto, se entender  porí á  

"crimen de lesa humanidad" cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como 

parte  de  un  ataque  generalizado  o  sistem tico  contra  una  poblaci n  civil  y  coná ó  
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conocimiento  de  dicho  ataque:  a)  Asesinato;  b)  Exterminio;  c)  Esclavitud;  d) 

Deportaci n o traslado forzoso de poblaci n; e) Encarcelaci n u otra privaci n graveó ó ó ó  

de la libertad f sica en violaci n de normas fundamentales de derecho internacional; f)í ó  

Tortura;  g)  Violaci n,  esclavitud  sexual,  prostituci n  forzada,  embarazo  forzado,ó ó  

esterilizaci n  forzada  o  cualquier  otra  forma  de  violencia  sexual  de  gravedadó  

comparable; h) Persecuci n de un grupo o colectividad con identidad propia fundadaó  

en  motivos  pol ticos,  raciales,  nacionales,  tnicos,  culturales,  religiosos,  de  g neroí é é  

definido en el p rrafo 3, u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptablesá  

con arreglo al derecho internacional, en conexi n con cualquier acto mencionado en eló  

presente p rrafo o con cualquier crimen de la competencia de la Corte; i) Desaparici ná ó  

forzada de personas; j) El crimen de apartheid; k) Otros actos inhumanos de car cterá  

similar que causen intencionalmente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra 

la integridad f sica o la salud mental o f sica.”í í

Explica que desde esa perspectiva, estos delitos ignominiosos e intolerables para la 

humanidad -como estos hechos de tortura y que ahora se relatan- han hecho surgir un 

complejo  normativo especial  en el  mbito  del  Derecho  Internacional,  cuesti n  queá ó  

resulta fundamental a la hora de resolver qu  clase de responsabilidad le cabe alé  

Estado de Chile en el presente caso.

Comenta que la Excma. Corte Suprema ya en m ltiples oportunidades a fijado comoú  

criterio dominante el hecho de que: “Que, trat ndose de delitos como los investigados,á  

que la comunidad internacional ha calificado como de lesa humanidad, la acci n civiló  

deducida en contra del Fisco tiene por objeto obtener la reparaci n ntegra de losó í  

perjuicios ocasionados por el actuar de un agente del Estado, conforme fluye de los 

tratados internacionales ratificados por Chile y de la interpretaci n de las normas deó  

derecho interno, en conformidad a la Constituci n Pol tica de la Rep blica. En efecto,ó í ú  

este derecho de las v ctimas y sus familiares encuentra su fundamento en los principiosí  

generales  del  Derecho  Internacional  de  los  Derechos  Humanos,  y  la  consagraci nó  

normativa en los tratados internacionales ratificados por Chile, los cuales obligan al 

Estado a reconocer y proteger este derecho a la reparaci n ntegra, en virtud de loó í  

dispuesto en el inciso segundo del art culo 5° y en el art culo 6° de la Constituci ní í ó  
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Pol tica.” A su turno, como sostuvo el reciente fallo condenatorio contra el Estado deí  

Chile en sede de protecci n regional de Derechos Humanos, la Corte Interamericana enó  

el fallo rdenes Guerra y otros vs. Chile, sostuvo en lo pertinente en su considerandoÓ  

92° que: “92. En efecto, el Estado comparte el criterio de que las reclamaciones de 

reparaci n por violaciones flagrantes de los derechos humanos no se encuentran sujetasó  

a prescripci n y que no puede excusarse en el mero paso del tiempo (fundamento deó  

la  prescripci n)  para  no  dar  cumplimiento  a  sus  obligaciones  internacionales  deó  

investigar, sancionar y reparar las graves violaciones a los derechos humanos ocurridas 

durante el periodo 1973-1990, lo que incluye su arista indemnizatoria. En este sentido, 

se al  que  la  jurisprudencia  nacional  ha  integrado  paulatinamente  el  derechoñ ó  

internacional de los derechos humanos al ordenamiento jur dico nacional, de modo talí  

que las modificaciones legales posteriores y la integraci n de los tratados internacionalesó  

en sus fallos han permeado la jurisprudencia del tribunal superior del pa s, que haí  

reconocido la admisibilidad de acciones judiciales de car cter civil del tipo referido.á  

Parte de este tr nsito se explica con la incorporaci n, en el inciso segundo del art culoá ó í  

5 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, de una norma expresa que integra aló í ú  

ordenamiento jur dico los tratados internacionales de derechos humanos ratificados porí  

Chile,  modificaci n  que  ha  permitido  a  los  tribunales  de  justicia  dar  aplicaci nó ó  

sostenida a esta normativa.”

Manifiesta  que  en  su  caso  existe  una  acci n  conducida  por  agentes  del  Estadoó  

pertenecientes al Ej rcito de Chile,  que mantuvieron la privaci n de libertad bajoé ó  

tormentos en perjuicio de don Carlos Mu oz Carranza derivando aquel episodio en unañ  

grave  violaci n  de  derechos  humanos  constitutiva  de  un  delito  internacionaló  

indemnizable a partir de la propia actividad y reconocimiento del Estado en sede 

internacional.

2) La responsabilidad del Estado desde la Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

Esgrime que la responsabilidad del Estado, consagrada en las Actas Constitucionales 

n meros 2° y 3° y, en la actualidad, en la Constituci n de 1980, reconoce clarosú ó  

antecedentes en la Constituci n Pol tica de 1925, vigente a la poca de estos actosó í é  

il citos.  La  doctrina  iuspublicista  ha  sostenido  que  existe  un  principio  general  deí  
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derecho administrativo que obliga a responder al Estado por los perjuicios causados por 

actos u omisiones de sus agentes a las v ctimas que no se encuentran obligadas aí  

soportarlos. En este sentido el profesor Eduardo Soto Kloss ense a que dicho principioñ  

general de responsabilidad del Estado emana de la circunstancia que el Estado chileno 

es una Rep blica, lo que implica que todos los sujetos tanto p blicos como privadosú ú  

deben responder de sus actos y omisiones por encontrarse insertos en un Estado de 

Derecho.

Razona que esto tiene como consecuencia directa que cualquier sujeto que se sienta 

agraviado  o  lesionado  por  actos  de  los  rganos  p blicos  puede  demandar  a  losó ú  

tribunales de justicia el resarcimiento de los perjuicios conforme al estado de derecho 

democr tico. Lo dicho por la doctrina se fundamenta en el principio de igualdad queá  

plasmaba ya el art culo 10 N° 1 de la Constituci n de 1925, pues es inconstitucionalí ó  

que un sujeto de derecho sea lesionado y perjudicado sin ser indemnizado en relaci nó  

con otros sujetos a los cuales no les afectan los actos u omisiones il citos del rganoí ó  

estatal.

Entiende que la consagraci n del gobierno republicano y democr tico se plasma deó á  

manera expl cita en el art culo 1° de la Constituci n de 1925 que se ala: El Estadoí í ó ñ  

de Chile es unitario. Su gobierno es republicano y democr tico representativo. á

Agrega que los otros preceptos que sustentan el principio general de responsabilidad del 

Estado, a la luz de la Constituci n de 1925, son los art culos 4, 10 N° 1 y 10 N°ó í  

9. El art culo 4 de la Constituci n de 1925, fuente directa de los actuales art culos 6í ó í  

y 7 de la Constituci n de 1980, establec a la obligatoriedad de los rganos del Estadoó í ó  

de ce irse a las prerrogativas y facultades que les entregaba la ley y los actos queñ  

excedieran sus atribuciones adolec an de nulidad. Si bien no se agregaba que de dichosí  

actos nulos originaban las responsabilidades que la ley se ale, no puede entenderse deñ  

otra forma, pues sabido es que la nulidad de los actos conlleva siempre y en todo caso 

la indemnizaci n de los perjuicios causados a resultas de la nulidad. En cuanto a loó  

preceptuado por el actual art culo 6 de la Constituci n de 1980 que, como ya se dijo,í ó  

posee su fuente en el art culo 4 citado, existe meridiana claridad de que los rganosí ó  

del Estado siempre deben sujetar su actuar a la preceptiva constitucional y a las leyes, 
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pues  si  fuera  otra  la  interpretaci n  no  se  entender a  el  principio  de  supremac aó í í  

constitucional. Por lo dem s el principio de sujeci n a la Constituci n se plasma en elá ó ó  

art culo 2 de la Constituci n de 1925 que dispone: “La soberan a reside esencialmenteí ó í  

en la  naci n,  la  cual  delega su ejercicio en las autoridades  que esta constituci nó ó  

establece.”

Se ala que el art culo 38, inciso 2º, de la Constituci n Pol tica de la Rep blica se alañ í ó í ú ñ  

que cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por el Estado podr  reclamará  

ante  los  tribunales  de  justicia.  Este  precepto  consagra  una  verdadera  acci nó  

constitucional  para hacer  efectiva la  responsabilidad de los  organismos  del  Estado, 

cuando estos por su actividad provoquen un da o a una persona, ya sea natural oñ  

jur dica. Existe responsabilidad extracontractual que tiene origen en un hecho il cito, aí í  

ra z del cual se ha originado un da o, existiendo relaci n de causalidad entre la acci ní ñ ó ó  

del funcionario p blico y el da o producido. La acci n civil tiene su origen en unú ñ ó  

delito de lesa humanidad y por eso tiene un car cter humanitario. La Ley de Basesá  

Generales de la Administraci n se ala que el Estado ser  responsable por los da os queó ñ á ñ  

causaren los rganos de la administraci n en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicioó ó  

de las responsabilidades que pudieren afectar al funcionario que las hubiere ocasionado. 

La Excma. Corte Suprema de Justicia ha sentenciado que “(…) la responsabilidad del 

Estado por actos de la administraci n […] emana de la naturaleza misma de esaó  

actividad estatal, en cuanto organizaci n jur dica y pol tica de la comunidad y de lasó í í  

variadas  acciones  que  debe  desarrollar  en  el  mbito  de  las  funciones  que  lesá  

corresponde llevar a cabo para el cumplimiento de los fines y deberes reconocidos en 

el art culo 1 de la Constituci n Pol tica, para lo cual debe hacer uso de todas lasí ó í  

potestades y medios jur dicos y materiales que ella le otorga, lo que hace que lasí  

distintas responsabilidades que puedan causar esas acciones, se sometan a normas y 

principios de la rama del derecho p blico” (Cfr. Excma. Corte Suprema de Justicia,ú  

sentencia de 26.01.05, “Bustos Riquelme con Fisco de Chile”, Rol Nº 3.354-03, 

Considerando Nº 11).

3) La responsabilidad del estado a la luz del derecho internacional.
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Arguye que el Derecho Internacional, tanto a partir de normas consuetudinarias como 

convencionales,  ha  establecido  que  un  hecho  il cito  internacional  genera  laí  

responsabilidad del Estado y la consiguiente obligaci n de reparar el da o. Tal como loó ñ  

ha reconocido el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, la obligaci n de losó  

Estados de reparar a v ctimas y familiares de violaciones a los derechos humanos tieneí  

un  desarrollo  fuerte  en  materia  de  soft  law,  que  se  ve  reflejado  en  algunos 

instrumentos, resoluciones y opiniones de organismos internacionales que a continuaci nó  

se ala  y  cita:  En  1989  el  Grupo  de  Trabajo  de  Naciones  Unidas  sobre  lasñ  

Desapariciones  Forzadas  o  Involuntarias,  se al ,  en  sus  Observaciones  Generalesñ ó  

respecto del art culo 19 de la Declaraci n sobre la Protecci n de Todas las Personasí ó ó  

contra las Desapariciones Forzadas, que las “acciones civiles de indemnizaci n no […]ó  

estar n sujetas a la prescripci n.”á ó

Ilustra que el Relator sobre el Derecho a la Restituci n, Indemnizaci n y Rehabilitaci nó ó ó  

por Graves Violaciones a los Derechos Humanos, Theo Van Boven, en 1993 se alñ ó 

que: “la aplicaci n de prescripciones priva con frecuencia a las v ctimas de violacionesó í  

flagrantes de los derechos humanos de las reparaciones a que tienen derecho. Debe 

prevalecer el principio de que no estar n sujetas a prescripci n las reclamaciones deá ó  

reparaci n por violaciones flagrantes de los derechos humanos. En este sentido, hayó  

que tener en cuenta que las consecuencias de las violaciones flagrantes […] son el 

resultado de los cr menes m s odiosos que, seg n opiniones jur dicas muy acreditadas,í á ú í  

no deben estar sujetos a prescripci n. Adem s, est  suficientemente probado que, paraó á á  

la mayor a de las v ctimas de violaciones flagrantes de los derechos humanos, el pasoí í  

del tiempo no ha borrado las huellas, sino todo lo contrario, pues ha provocado un 

aumento del estr s postraum tico que ha requerido todo tipo de ayuda y asistenciaé á  

material, m dica, psicol gica y social durante mucho tiempo.”é ó

Indica que el Conjunto Actualizado de Principios para la Protecci n y la Promoci n deó ó  

los Derechos Humanos mediante la Lucha contra la Impunidad, adoptados en 2005 por 

la Comisi n de Derechos Humanos de la Organizaci n de las Naciones Unidas, incluyó ó ó 

lo siguiente: “Principio 23. Restricciones a la prescripci n. La prescripci n de unaó ó  

infracci n penal, tanto en lo que respecta a las diligencias como a las penas, no podró á 

Código: VPEYXDKVSZN

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



ROL C-103-2021
Fojas 9

correr durante el per odo en que no existan recursos eficaces contra esa infracci n. Laí ó  

prescripci n no se aplicar  a los delitos graves conforme el derecho internacional queó á  

sean  por  naturaleza  imprescriptibles.  Cuando  se  aplica,  la  prescripci n  no  podró á 

invocarse en las acciones civiles o administrativas entabladas por las v ctimas paraí  

obtener reparaci n. […] Principio 32. Procedimientos de reparaci n. Tanto por la v aó ó í  

penal como por la civil,  administrativa o disciplinaria,  toda v ctima debe tener laí  

posibilidad  de  ejercer  un  recurso  accesible,  r pido  y  eficaz,  que  incluir  lasá á  

restricciones que a la prescripci n impone el principio 23.”ó

Cuenta que en 2006 la Asamblea General de Naciones Unidas aprob  los Principios yó  

Directrices B sicos sobre el Derecho de las V ctimas de Violaciones Manifiestas de lasá í  

Normas Internacionales de Derechos Humanos y de Violaciones Graves del Derecho 

Internacional Humanitario a Interponer Recursos y Obtener Reparaciones. Los principios 

6 y 7 de dicho instrumento indican: “6. Cuando as  se disponga en un tratadoí  

aplicable o forme parte de otras obligaciones jur dicas internacionales, no prescribir ní á  

las violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos ni las 

violaciones graves del derecho internacional humanitario que constituyan cr menes ení  

virtud del derecho internacional. 7. Las disposiciones nacionales sobre la prescripci n deó  

otros  tipos  de  violaciones  que  no  constituyan  cr menes  en  virtud  del  derechoí  

internacional, incluida la prescripci n de las acciones civiles y otros procedimientos, noó  

deber an ser excesivamente restrictivas.” Ahora bien, respecto a la fuente directa deí  

obligaci n que exige al Estado chileno reparar en casos de graves violaciones a losó  

derechos humanos,  es  pertinente  acudir  a la  Constituci n  Pol tica  que reconoce yó í  

asegura la vigencia de los derechos humanos,  sobre el particular,  debe tenerse en 

consideraci n lo dispuesto por el art culo 5, inciso 2° de la Carta Fundamental, queó í  

prescribe que el ejercicio de la soberan a reconoce como limitaci n el respeto a losí ó  

derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, y que es deber de los 

rganos  del  Estado  respetar  y  promover  tales  derechos,  garantizados  por  estaó  

Constituci n, as  como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que seó í  

encuentren vigentes.
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Colige  que  dicho  precepto,  permite  la  incorporaci n  al  derecho  nacional  de  lasó  

obligaciones contempladas en los instrumentos internacionales que recogen principios 

generales  del  derecho  humanitario,  entre  las  cuales  se  cuenta  la  obligaci n  deó  

indemnizar ntegramente los da os cometidos por violaciones de los derechos humanos,í ñ  

la que adquiere rango constitucional.

En tal escenario, tenemos que la naturaleza de acci n pretendida excede con creces enó  

el marco de la regulaci n interna sobre prescripci n extintiva de las acciones civiles, eló ó  

cual representa un estatuto jur dico insuficiente para la entidad del il cito en cuesti n,í í ó  

cual es, la comisi n de cr menes de lesa humanidad y la consecuente necesidad deó í  

reparaci n,  por  lo  que  ser  necesario  recurrir  a  normas  que  emanan  del  derechoó  

internacional de derechos humanos y del ius cogens o reglas imperativas de derecho 

internacional.  En consecuencia,  la aplicaci n de las normas de responsabilidad civiló  

extracontractual contenidas en nuestro derecho interno pugnan con la obligaci n deó  

resarcir  ntegramente  los  da os  causados  por  cr menes  de  lesa  humanidad,  queí ñ í  

ciertamente incluye el mbito patrimonial, obligaci n que se contiene en normas deá ó  

derecho internacional de derechos humanos incorporadas a nuestra Constituci n Pol ticaó í  

de la Rep blica por mandato de su art culo 5. En atenci n a lo dicho, las reglas deú í ó  

derecho internacional deben tener una aplicaci n preferente, seg n mandato del citadoó ú  

art culo,  por  sobre  las  disposiciones  de  derecho  interno  que  permitan  eludirí  

responsabilidades al Estado y no reparar ntegramente el da o causado a las v ctimas.í ñ í  

Esto se aviene con lo establecido en la Convenci n de Viena, sobre derecho de losó  

Tratados, vigente en nuestro pa s desde el 27 de enero de 1980, que en su art culo 27í í  

dispone  que  los  Estados  no  pueden  invocar  su  derecho  interno  para  eludir  sus 

obligaciones internacionales, y que, de hacerlo, cometen un il cito que compromete suí  

responsabilidad internacional. Se concluye as  que la fuente de la responsabilidad civilí  

del  Estado  con ocasi n  de  violaciones  de  los  derechos  humanos  se  encuentra  enó  

principios y normas de derecho internacional de derechos humanos.

Revela que as , la Convenci n Americana sobre Derechos Humanos, Pacto de San Josí ó é 

de  Costa  Rica,  ratificada  por  Chile  y  vigente,  dispone  en  su  art culo  63.1  queí  

“cuando decida que hubo violaci n de un derecho o libertad protegidos en estaó  
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Convenci n, la Corte dispondr  que se garantice al lesionado en el goce de su derechoó á  

o libertad conculcados; dispondr  asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen lasá  

consecuencias de la medida o situaci n que ha configurado la vulneraci n de esosó ó  

derechos y el pago de una justa indemnizaci n a la parte lesionada”, lo que seó  

traduce en una obligaci n constitucional para el Estado chileno, de indemnizar por laó  

comisi n de cr menes de lesa humanidad, incorporada a nuestro derecho interno poró í  

mandato del art culo 5 de la carta pol tica, sin que sea posible estimar que dichaí í  

instrucci n indemnizatoria est  dirigida exclusivamente a la Corte Interamericana deó á  

Derechos Humanos, y no a nuestros tribunales de justicia, lo que importar a transgredirí  

preceptos constitucionales.

4) Imprescriptibilidad de la acci n civil.ó

Desarrolla que la acci n de derecho p blico para exigir la responsabilidad del Estadoó ú  

por actos u omisiones por las cuales se ha producido da o a personas que no señ  

encuentran sujetas a sufrir el gravamen de soportarlos por atentar, seg n hemos visto,ú  

a la igual repartici n de las cargas p blicas, la igualdad ante la ley y el derecho deó ú  

propiedad, seg n la doctrina un nime de los autores iuspublicistas, es imprescriptible. ú á

Asevera que la responsabilidad del Estado es un problema de derecho p blico y al cualú  

cabe aplicar reglas de derecho p blico y no las normas del T tulo XXXV del C digoú í ó  

Civil. En este sentido el profesor Eduardo Soto Kloss ha expresado en el volumen II 

de su reciente obra Derecho Administrativo,  Bases Fundamentales,  El  principio de 

Juridicidad, p. 284, que "...la aplicaci n de f rmulas privatistas a la relaci n entreó ó ó  

Estado (Administraci n) y agraviado particular (natural o jur dico), que nace del da oó í ñ  

cometido por aqu l, no es una relaci n de derecho privado - que son reguladas por elé ó  

C digo Civil- sino una relaci n jur dica p blica, que obedece a otros principios (queó ó í ú  

son de derecho p blico) y, en consecuencia, necesita de otras soluciones para encontrarú  

lo justo concreto que resuelva el conflicto originado por dicho da o".ñ

Contin a que en el mismo sentido del art culo del mismo profesor, intitulado Basesú í  

para una teor a general de la responsabilidad extracontractual del Estado en el derechoí  

chileno, en Gaceta Jur dica N° 56/1985 se ala "que hacer aplicable esas disposicionesí ñ  

-t tulo XXXV del libro IV del C digo Civil- implica un error t cnico evidente y loí ó é  
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que es peor a n, un falseamiento del problema mismo de la responsabilidad del Estado,ú  

que no gira sobre la idea de un sancionar a un culpable (como ocurre en la legislaci nó  

civil), sino sobre la idea de restituir a una v ctima en la situaci n anterior en que seí ó  

encontraba antes de sufrir el da o antijur dico, y que no estaba jur dicamente obligadañ í í  

a soportar” A mayor abundamiento, la jurisprudencia de nuestros tribunales superiores 

tambi n ha recogido la inaplicabilidad de las reglas del T tulo XXXV del Libro IV delé í  

C digo Civil y, por ende, de las reglas en materia de prescripci n. As , en una de lasó ó í  

muchas causas, con el ingreso N°24.288-2016, la Corte Suprema en sentencia de 5 de 

septiembre de 2016 declar  que: "pretender aplicar las normas del C digo Civil a laó ó  

responsabilidad derivada de cr menes como los de la especie, posibles de cometer coní  

la  activa  colaboraci n  del  Estado,  como  derecho  com n  supletorio  a  todo  eló ú  

ordenamiento  jur dico,  resulta  improcedente,  por  cuanto  la  evoluci n  del  Derechoí ó  

Internacional de los Derechos Humanos ha permitido establecer principios y normas 

propias para determinadas materias, lo cual el mismo C digo reconoce, al estipular enó  

el art culo 4° que las disposiciones especiales se aplicar n con preferencia a las deí á  

este C digo, lo que es pertinente a las nuevas realidades y situaciones emergentes,ó  

como sucede en este caso, al tratarse de una materia con postulados diversos y a veces 

en pugna con los del derecho privado regulador de las relaciones en un plano de 

igualdad y de autonom a de las personas para obligarse, pues se trata de una ramaí  

emergente, representativa de una finalidad centrada en la dignidad de la persona a 

quien se debe servir, por lo que se aparta de los postulados que son propios del 

derecho privado.

Enfatiza  que  la  ausencia  de  una  regulaci n  jur dica  interna  para  determinadasó í  

situaciones vulneratorias de derechos humanos impone al juez integrar la normativa 

existente con los  principios  generales  del  derecho internacional  en la materia,  que 

reconocen la imprescriptibilidad de las acciones reparatorias derivadas de violaciones a 

los derechos humanos.

Sostiene que la reparaci n integral del da o no se discute en el mbito internacional yó ñ á  

no s lo se limita a los autores de los cr menes, sino tambi n al mismo Estado. Laó í é  

normativa internacional no ha creado un sistema de responsabilidad, lo ha reconocido y 
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reafirmado,  pues,  sin  duda,  siempre  ha  existido,  evolucionando  las  herramientas 

destinadas a hacer m s expedita, simple y eficaz su declaraci n, en atenci n a laá ó ó  

naturaleza de la violaci n y del derecho quebrantado. A mayor abundamiento, losó  

art culos 1.1 y 63.1 de la Convenci n Americana de Derechos Humanos, consagran queí ó  

la responsabilidad del Estado por esta clase de il citos queda sujeta a reglas de Derechoí  

Internacional, las que no pueden ser incumplidas a pretexto de hacer primar otros 

preceptos de derecho interno, pues si se verifica un hecho il cito imputable a uní  

Estado, surge de inmediato la responsabilidad internacional de ste por la violaci n deé ó  

una norma de esta ndole, con el consecuente deber de reparaci n y de hacer cesar lasí ó  

consecuencias de la violaci n. Und cimo: Que, estas normas de rango superior imponenó é  

un l mite y un deber de actuaci n a los poderes p blicos, y en especial a los tribunalesí ó ú  

nacionales, en tanto stos no pueden interpretar los preceptos de derecho interno de uné  

modo tal que dejen sin aplicaci n las normas de derecho internacional que consagranó  

este  derecho  a  la  reparaci n,  pues  ello  podr a  comprometer  la  responsabilidadó í  

internacional del Estado de Chile. Por esta raz n, no resultan aplicables a estos efectosó  

las disposiciones del C digo Civil sobre prescripci n de las acciones civiles comunes deó ó  

indemnizaci n de perjuicios, como resuelve el fallo impugnado, pues ellas contradicenó  

lo  dispuesto  en la  normativa  internacional,  en cuanto  a disponer  la  ineficacia  de 

normas internas que hagan ilusorio el derecho a la reparaci n de los da os ocasionadosó ñ  

por cr menes de lesa humanidad.”í

Sintetiza que en suma, las normas en materia de prescripci n que contempla el C digoó ó  

Civil para los delitos y cuasidelitos no resultan aplicable a los procesos en que se 

persiga la responsabilidad extracontractual del Estado, ya que en nuestro caso tambi né  

existen las normas de derecho p blico que rigen la responsabilidad del Estado comoú  

son los preceptos citados de la Constituci n de 1925. Ergo la acci n que se ejerce enó ó  

estos autos es imprescriptible.

5) Concurrencia de los requisitos para indemnizar en el caso de autos

Expresa que en lo que a responsabilidad civil propiamente tal refiere el principio 

general  de  todo  estatuto  de  responsabilidad  civil,  dispone  que  toda  persona  debe 

indemnizar los perjuicios que sufran terceros, cuando tales perjuicios han sido causados 
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como consecuencia de la violaci n de un deber jur dico del primero. Lo anterior, enó í  

cuanto a los elementos de la responsabilidad extracontractual,  se desprende de los 

art culos 2284, 2314 y 2329 del C digo Civil, de acuerdo a los cuales, para que uní ó  

hecho u omisi n engendre responsabilidad delictual o cuasidelictual civil, es necesaria laó  

concurrencia de los siguientes requisitos: a) Que exista un acto u omisi n il cita yó í  

culpable por parte del demandado; b) Que ese hecho u omisi n cause un da o; y, c)ó ñ  

Que entre el acto u omisi n dolosa o culpable y el da o exista una relaci n deó ñ ó  

causalidad. Tal como se se alar  a continuaci n, todos estos elementos concurren en losñ á ó  

hechos que fundamentan la presente demanda. 

Afirma que en el caso ad litem se dan todos los requisitos que obligan al Estado a 

indemnizar los perjuicios causados:

a) Se ha demostrado expresamente que nos encontramos frente a un hecho il citoí  

realizado por agentes del Estado. En efecto, la acci n u omisi n emana de un rganoó ó ó  

del Estado, agentes del Estado torturaron a su mandante sin que haya demostrado la 

sujeci n a procedimiento alguno. El hecho que caus  da o fue ejecutado por el Estadoó ó ñ  

de  Chile,  puesto  que fue  un rgano  de su  administraci n  el  que  actu  y debeó ó ó  

entenderse que ha actuado el Estado como tal.

b) Asimismo, en cuanto al da o sufrido, y como se ver  con mayor profundidad alñ á  

analizar el da o moral, este debe ser presumido. Con todo, resulta evidente que verseñ  

enfrentados a hechos como los descritos producen un evidente da o, hecho que puedeñ  

ser desconocido por la demandada sin causar una nueva retraumatizaci n y un nuevoó  

da o a su representado al verse enfrentados a la negativa del Estado a reconocer elñ  

da o sufrido.ñ

c) Luego, en lo que respecta a la causalidad, resulta evidente que el da o sufrido porñ  

mis representados emana, precisa y nicamente, de la perpetraci n del hecho il cito. ú ó í

6) Procedencia de la indemnizaci n del da o moral.ó ñ

Consigna que la responsabilidad del Estado es integral, es decir, debe repararse todo 

da o causado a un particular y, para una correcta interpretaci n de estas disposicionesñ ó  

que dejan un claro vac o las normas de derecho administrativo indicadas, es necesarioí  

acudir al derecho com n.ú
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Aclara que la indemnizaci n comprende -seg n el art culo los art culos 2314 y 2329ó ú í í  

del C digo Civil- todo da o, por lo que naturalmente est  incluido el da o moral. Laó ñ á ñ  

procedencia de la reparaci n del da o moral est  reconocida en forma un nime por laó ñ á á  

doctrina y jurisprudencia nacional, ya a estas alturas resulta indiscutible.

Se ala que de acuerdo con los hechos descritos en la primera parte de la demanda, elñ  

actuar de los dependientes de la demandada, ha sido la causa directa y necesaria del 

da o producido a su representado. Basta con la sola descripci n de lo sucedido, parañ ó  

advertir que, a consecuencia de su actuar, se ha producido un profundo da o s quico yñ í  

an mico. A mayor abundamiento, el da o moral puede ser entendido como el dolorí ñ  

f sico y psicol gico que vive una persona frente al da o (concepci n cl sica) o comoí ó ñ ó á  

todo da o que corresponda a una partida extrapatrimonial (concepci n actual). Conñ ó  

todo, independiente de la concepci n que se adopte, lo cierto es que la indemnizaci nó ó  

por  da o  moral  presenta  caracteres  diferentes  a  la  que  se  concede  por  da osñ ñ  

patrimoniales que persigue recomponer, mediante una reparaci n en dinero, la situaci nó ó  

patrimonial que tendr a la v ctima de no haber ocurrido el hecho il cito.í í í

Afirma  que,  trat ndose  del  da o  moral,  es  necesario  se alar  que  es  por  esenciaá ñ ñ  

extrapatrimonial y tradicionalmente se le define como el dolor, la aflicci n, el pesaró  

que causa a la v ctima el delito o hecho il cito, que no la lesiona patrimonialmente,í í  

sino en sus sentimientos, sus afectos o creencias. En este tipo de da o, aquello que señ  

pierde o deteriora no tiene un valor de intercambio que pueda servir para reparar la 

p rdida por equivalencia; en este caso, la indemnizaci n s lo puede tener una funci né ó ó ó  

compensatoria del da o con un beneficio, reconociendo una ventaja pecuniaria a quienñ  

ha debido soportar esa carga. En otras palabras, el dinero que el ofensor paga a la 

v ctima no ser  la representaci n exacta del dolor que sta experimente, pero le servirí á ó é á 

para compensarlo procur ndole los medios de aliviarse de l, si es f sico, o de buscará é í  

otras ventajas o satisfacciones que le permitan disiparlo, o, en todo caso, atenuarlo o 

hacerlo m s soportable. Que en definitiva siendo el da o moral un asunto de ordená ñ  

espiritual, es claro que no admite esta apreciaci n aritm tica o preparatoria, por lo queó é  

nosotros la fijamos prudencialmente teniendo en consideraci n el efecto paliativo queó  

esta  tendr a  o compensatorio  en la  medida  de lo  posible  del  sufrimiento  que suí  

Código: VPEYXDKVSZN

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



ROL C-103-2021
Fojas 16

representado  ha  sobrellevado  todo  este  tiempo  por  culpa  del  actuar  negligente  y 

abusivo de los demandados.

Narra que as , se ha fallado que "el da o moral es una materia discrecional y deí ñ  

apreciaci n privativa de los jueces de instancia; para dar por establecida su existenciaó  

basta  con  que  el  juez  estime  acreditada  la  causa  que  lo  genera  y  el  nexo  de 

parentesco  o relaci n  de quien  lo  impetra.  En consecuencia,  en el  cuasidelito  deó  

homicidio s lo es necesario tener por probada la muerte de la v ctima por la acci n deó í ó  

quien la produce y el parentesco de la v ctima con los que reclaman” (Revista deí  

Derecho y Jurisprudencia. Tomo LXVII. Segunda Parte, Secci n Cuarta, p g. 6).ó á

Ilustra que en la actualidad ya es jurisprudencia constante y pac fica de la Corteí  

Interamericana de Derechos Humanos la idea de que el da o moral no requiere pruebañ  

en sede jurisdiccional. De hecho, en las sentencias dictadas por esta Corte se constata 

que  una  v ctima  de  violaciones  graves  a  sus  derechos  humanos  -tales  como,  lasí  

afectaciones  a  su  derecho  a  la  vida,  o  a  la  integridad  personal  o  la  libertad 

ambulatoria- no tiene que asumir como carga procesal la tarea de probar el da oñ  

moral que refiere haber sufrido, toda vez que (dicho padecimiento) "resulta evidente, 

pues  es  propio  de  la  naturaleza  humana  que  toda  persona  sometida  a  tortura, 

agresiones y vej menes(...) experimente dolores corporales y un profundo sufrimiento”á  

(Corte Interamericana de Derechos Humanos, "Caso Moiwana . Reparaciones. Sentencia 

de 15 de junio de 2002. Serie C). 

Concluye que con todo, en el caso de autos nos enfrentamos ante un especial simoí  

caso de da o moral, toda vez que se trata de una tortura sufrida por su representadoñ  

por miembros del Estado, es decir, por agentes del rgano m ximo de consolidaci nó á ó  

democr tica,  a  quien  se  le  ha  entregado el  monopolio  de la  fuerza  y de quiená  

leg timamente se puede esperar una omisi n de acciones como las descritas. As , losí ó í  

hechos a los que se vio expuesto su representado y los da os sufridos, el dolor, lañ  

aflicci n, el desconsuelo, la desolaci n, las expectativas incumplidas, el quiebre de suó ó  

familia y, en general, por el detrimento afectivo y emocional experimentado resulta 

incalculable,  pero  s lo  para  efectos  de  esta  demanda  se  aval a  en  la  suma  deó ú  

$200.000.000. Fluye de todo lo ya se alado que el Estado de Chile debe responder porñ  
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el perjuicio que han ocasionado funcionarios del Ejercito de Chile actuando en su 

calidad de tal, puesto que se dan todos los supuestos necesarios para determinar el 

perjuicio moral sufrido por su mandante.

Por tanto, y de conformidad a lo establecido en los art culos 254 y siguientes delí  

C digo de Procedimiento Civil y normas legales citadas, solicita tener por entabladaó  

demanda de indemnizaci n de perjuicios por da o moral en contra del ó ñ Fisco de Chile, 

representado, -en su calidad de Presidente del Consejo de Defensa del Estado- por don 

Juan Antonio Peribonio; acogerla a tramitaci n, y -en definitiva- aceptarla en todas susó  

partes  declarando  que  el  demandado  debe  pagar,  a  t tulo  de  indemnizaci n  deí ó  

perjuicios por el da o moral sufrido por las torturas de que fue objeto, la suma deñ  

$200.000.000  (doscientos  millones  de  pesos)  a  don  Carlos  Alejandro  Mu ozñ  

Carranza, m s reajustes e intereses desde la notificaci n de esta demanda y hasta elá ó  

pago efectivo y total de las mismas, o la suma que se estime ajustada a derecho y 

equidad y al m rito de autos; todo con costas.é  

Con fecha 22 de marzo de 2021, a folio 5, el tribunal dio curso a la demanda en 

juicio ordinario y confiri  traslado al demandado. ó

A folio 12, con fecha 25 de octubre de 2021, consta certificaci n de Ministro de Fe,ó  

que da cuenta de haber notificado de acuerdo a lo dispuesto en el art culo 44 deí  

C digo de Procedimiento Civil a don Juan Antonio Peribonio, Representante Legal deló  

Fisco de Chile. La diligencia fue realizada por el Receptor Judicial don Santiago Moya 

Victoriano.

Con fecha 12 de noviembre de 2021, a folio 13, comparece do a Ruth Israel L pez,ñ ó  

abogada Procurador Fiscal de Santiago, del Consejo de Defensa del Estado, por el 

Fisco  de Chile,  quien  contesta  la  demanda  deducida  en su  contra,  solicitando  su 

rechazo, conforme a los fundamentos de hecho y de derecho que expone.

I.- De la demanda.

Hace alusi n a que Se interpone demanda de indemnizaci n de perjuicios en contra deló ó  

Fisco de Chile,  solicitando sea condenado a pagar la  suma total  de $200.000.000 

(doscientos  millones de pesos),  m s reajustes  e intereses  correspondientes y costas,á  

como  reparaci n  por  da o  moral  con  motivo  de  haber  sufrido  detenci n  ilegal,ó ñ ó  
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apremios ileg timos, prisi n ilegal y torturas, cometidos por agentes del Estado ocurridosí ó  

a  contar  del  30  de  septiembre  de  1973  por  11  d as.  Invoca  como  fundamentoí  

normativo los art culos 1º, 5°, 6°, 7°, de la Constituci n Pol tica; art culos 2319 yí ó í í  

2329 del C digo Civil y tratados internacionales sobre de derechos humanos, citando laó  

Convenci n de Ginebra, entre otros. ó

II.- Excepciones, defensas y alegaciones que se oponen a la demanda

II.1.- Excepci n de reparaci n integral. Improcedencia de la indemnizaci n alegada poró ó ó  

haber sido ya indemnizado el demandante.

Opone a la acci n deducida, la excepci n de reparaci n integral por haber sido yaó ó ó  

indemnizado el actor de autos:

a) Marco general sobre las reparaciones ya otorgadas.

Aduce  que  no  resulta  posible  comprender  el  r gimen  jur dico  de  este  tipo  deé í  

reparaciones  por  infracciones  a  los  Derechos  Humanos  si  no  se  posicionan 

correctamente estas indemnizaciones en el panorama jur dico nacional e internacional.í  

En efecto, dicha comprensi n s lo puede efectuarse al interior y desde  lo que ya esó ó – –  

com n considerar, el mbito de la llamada “Justicia Transicional”. S lo desde esaú á ó  

ptica puede mirarse en mejores condiciones los valores e intereses en juego en estaó  

disputa indemnizatoria.

Comenta que en efecto, el denominado dilema “justicia versus paz” es, sin lugar a 

dudas,  uno de los pilares sobre los  cuales descansa el edificio de aquella justicia 

transicional.  Argumentos  en  favor  de  amnist as  generales  que  porten  la  necesariaí  

tranquilidad a un pa s, deben lidiar con la imperiosa necesidad de que una sociedad seí  

mire  a  s  misma  y  reconozca  los  errores  del  pasado  para  as  pronunciar  aquelí í  

imperioso “nunca m s”. En esta perspectiva, las transiciones son, y han sido siempre,á  

medidas  de  s ntesis  mediante  las  cuales  determinadas  sociedades,  en  espec ficosí í  

momentos hist ricos, definen las proporciones de sacrificio de los bienes en juego aló  

interior de aquel profundo dilema. Por otro lado, no debe olvidarse que desde la 

perspectiva  de  las  v ctimas,  la  reparaci n  de  los  da os  sufridos  juega  un  rolí ó ñ  

protag nico  en  el  reconocimiento  de  aquella  medida  de  justicia  por  tantos  a osó ñ  
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buscada. Recordemos que el xito de los procesos penales se concentra s lo en elé ó  

castigo a los culpables no preocup ndose del bienestar de las v ctimas. á í

Agrega que en este sentido, las negociaciones entre el Estado y las v ctimas revelaní  

que tras toda reparaci n existe una compleja decisi n de mover recursos econ micosó ó ó  

p blicos, desde la satisfacci n de un tipo de necesidades p blicas a la satisfacci n deú ó ú ó  

otras  radicadas  en  grupos  humanos  m s  espec ficos.  Este  concurso  de  intereses  oá í  

medida de s ntesis  se exhibe normalmente en la  diversidad de contenidos  que lasí  

Comisiones de Verdad o Reconciliaci n proponen como programas de reparaci n. Estosó ó  

programas, en efecto, incluyen beneficios educacionales, de salud, gestos simb licos uó  

otras medidas an logas diversas a la simple entrega de una cantidad de dinero. En esteá  

sentido, no es un secreto que las transiciones han estado, en todos los pa ses que lasí  

han  llevado  a  cabo,  basadas  en  complejas  negociaciones.  Basta  para  ello  revisar 

someramente las discusiones originadas en la aprobaci n de nuestra ley Nº 19.123ó  

para darse cuenta del c mulo de sensibilidades e intereses en juego en ella. No debeú  

extra ar que muchas de esas negociaciones privilegien a algunos grupos en desmedroñ  

de otros cuyos intereses se estiman m s lejanos, se compensen algunos da os y seá ñ  

excluyan otros o se fijen legalmente, luego de un consenso p blico, montos, medios deú  

pago o medidas de da o.ñ

II 1.2) La complejidad reparatoria.

Alude  que  como  bien  lo  expresa  Lira,  los  objetivos  a  los  cuales  se  abocó 

preferentemente el gobierno del Presidente Patricio Aylwin en lo que respecta a la 

justicia transicional fueron “(a) el establecimiento de la verdad en lo que respecta a 

las violaciones a los derechos humanos cometidas en la dictadura; (b) la provisi n deó  

reparaciones para los afectados: y (c) el favorecimiento de las condiciones sociales, 

legales y pol ticas que prevean que aquellas violaciones puedan volver a producirse”í

Ampl a que en lo relacionado con aquel segundo objetivo, la llamada Comisi n Verdadí ó  

y Reconciliaci n, o tambi n llamada Comisi n Rettig, en su Informe Final propuso unaó é ó  

serie de “propuestas de reparaci n” entre las cuales se encontraba una “pensi nó ó  

nica de reparaci n para los familiares directos de las v ctimas” y algunas prestacionesú ó í  

de salud. Dicho informe sirvi  de causa y justificaci n al proyecto de ley que eló ó  
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Presidente de la Rep blica envi  al Congreso y que luego derivar a en la Ley 19.123,ú ó í  

que cre  la Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n. El mensaje de dichoó ó ó ó  

proyecto de ley fue claro al expresar que por l se buscaba, en t rminos generales,é é  

“reparar precisamente el da o moral y patrimonial que ha afectado a los familiaresñ  

directos de las v ctimas”. Por su parte, y en lo relativo a la forma en que seí  

entendi  la idea de reparaci n cabe indicar que el Ejecutivo, siguiendo el referidoó ó  

Informe de la comisi n, entendi  por reparaci n “un conjunto de actos que expresenó ó ó  

el  reconocimiento  y  la  responsabilidad  que  le  cabe  al  Estado  en  los  hechos  y 

circunstancias que son materia de dicho Informe”. A dicha reparaci n ha de seró  

convocada  y  concurrir  toda  la  sociedad  chilena,  en  “un  proceso  orientado  al 

reconocimiento de los hechos conforme a la verdad, a la dignificaci n moral de lasó  

v ctimas y a la consecuci n de una mejor calidad de vida para las familias m sí ó á  

directamente afectadas”. Compensaci n de da os morales y mejora patrimonial, son asó ñ í 

dos claros objetivos de estas normas reparatorias.

Sostiene que de esta forma, en la discusi n de la ley 19.123 el objetivo indemnizatorioó  

de este  grupo de normas  quedar a  bastante  claro.  En diversas  oportunidades,  porí  

ejemplo, se hizo referencia a la reparaci n “moral y patrimonial” buscada por eló  

proyecto. La noci n de reparaci n “por el dolor” de las vidas perdidas se encontradaó ó  

tambi n en otras tantas ocasiones. Tambi n est  presente en la discusi n la idea de queé é á ó  

el proyecto buscaba constituir una iniciativa legal “de indemnizaci n” y reparaci n.ó ó  

Incluso se hace expresa referencia a que las sumas de dinero acordadas son para hacer 

frente la “responsabilidad extracontractual” del Estado.

Desarrolla que as  las cosas, esta idea reparatoria se plasm  de manera bastante claraí ó  

cuando  dentro  de  las  funciones  de  la  Comisi n  se  indic  que  le  corresponderó ó á 

especialmente a ella promover “la reparaci n del da o moral de las v ctimas” a queó ñ í  

se refiere el art culo 18. Asumida esta idea reparatoria, la ley 19.123 y, sin duda, lasí  

dem s normas conexas (como la ley 19.992, referida a las v ctimas de torturas) haná í  

establecido  los  distintos  mecanismos  mediante  los  cuales  se  ha  concretado  esta 

compensaci n, exhibiendo aquella s ntesis que explica c mo nuestro pa s ha afrontadoó í ó í  

este complejo proceso de justicia transicional.
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Precisa que en ese orden de ideas, se puede indicar que la reparaci n a las v ctimasó í  

de violaciones a los derechos humanos se ha realizado principalmente a trav s de tresé  

tipos de compensaciones, a saber:

a) Reparaciones mediante transferencias directas de dinero;

b)  Reparaciones  mediante  la  asignaci n  de  derechos  sobre  prestaciones  estatalesó  

espec ficas; yí

c) Reparaciones simb licas.ó

Por medio de estos tres tipos de reparaciones se ha concretado el objeto de nuestro 

particular proceso de justicia transicional, que en lo que a este ac pite respecta, buscaá  

no otra cosa que la precisa reparaci n moral y patrimonial de las v ctimas. Un an lisisó í á  

de estas compensaciones habilitar  al tribunal a verificar el mbito compensatorio queá á  

ellas han cubierto.

II.1.3) Reparaci n mediante transferencias directas de dinero.ó

Apunta que diversas han sido las leyes que han establecido este tipo de reparaciones, 

incluyendo tambi n -como se ha mencionado- a las personas que fueron v ctimas deé í  

apremios  ileg timos.  Es  necesario  destacar  que  en  la  discusi n  legislativa  de  estasí ó  

normas se enfrentaron principalmente dos posiciones. Por un lado, quienes sosten aní  

que la reparaci n que se iba a entregar deb a hacerse a trav s de una suma nica deó í é ú  

dinero mientras aparecieron otros que abogaban por la entrega de una pensi n vitalicia.ó  

Ello  no  implicaba  de  manera  alguna  que  la  primera  opci n  tendr a  efectosó í  

indemnizatorios y no as  la segunda. Ambas modalidades tendr an fines innegablementeí í  

resarcitorios.

Esclarece  que  en  t rminos  de  costos  generales  para  el  Estado,  este  tipo  deé  

indemnizaciones ha significado, a diciembre de 2019, en concepto de:

a) Pensiones: la suma de $247.751.547.837.- como parte de las asignadas por la Ley 

19.123 (Comisi n Rettig) y de $648.871.782.936.- como parte de las asignadas por laó  

Ley 19.992 (Comisi n Valech);ó

b) Bonos: la suma de $41.910.643.367- asignada por la Ley 19.980 (Comisi n Rettig)ó  

y de $23.388.490.737.- por la ya referida Ley 19.992; y
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c) Desahucio (Bono compensatorio): la suma de $1.464.702.888.- asignada por medio 

de la Ley 19.123.-

d) Bono Extraordinario (Ley 20.874): la suma de $23.388.490.737.

En consecuencia, a diciembre de 2019, el Fisco hab a desembolsado la suma total deí  

$992.084.910.400.

Siguiendo desde una perspectiva indemnizatoria, explica que una pensi n mensual esó  

tambi n  una  forma de  reparar  un perjuicio  actual  y,  aunque  ella  comporte  unaé  

sucesi n de pagos por la vida del beneficiario, ello no obsta a que podamos valorizarlaó  

para poder saber cu l fue su impacto compensatorio. Pues bien, el c lculo de losá á  

efectos indemnizatorios de una pensi n vitalicia puede realizarse simplemente sumandoó  

las cantidades pagadas a la fecha, como asimismo las mensualidades que todav a quedaní  

por pagar. 

Aprecia que el impacto indemnizatorio de este tipo de pensiones es bastante alto. Ellas 

son, como se ha entendido de manera generalizada, una buena manera de concretar las 

medidas  que  la  justicia  transicional  exige  en  estos  casos  obteni ndose  con  ello,é  

compensaciones razonables que est n en coherencia con las fijadas por los tribunales ená  

casos de p rdidas culposas de familiares.é

II.1.4) Reparaciones espec ficas.í

La ley 19.992 y sus modificaciones sobre prisioneros y torturados pol ticos. En loí  

tocante al caso que nos ocupa, se ala que el actor ha recibido beneficios pecuniarios alñ  

amparo de las leyes Nº s 19.234 y 19.992 y sus modificaciones.

Se explaya en que la ley 19.992 y sus modificaciones estableci  una pensi n anual deó ó  

reparaci n y otorg  otros beneficios a favor de las personas afectadas por violacionesó ó  

de derechos humanos individualizados en el anexo “Listado de prisioneros pol ticos yí  

torturados” de la N mina de personas Reconocidas como V ctimas. As , se estableció í í ó 

una pensi n anual reajustable de $1.353.798 para beneficiarios menores de 70 a os; deó ñ  

$1.480.284  para  beneficiarios  de  70 o m s  a os  de edad y de $1.549.422,  paraá ñ  

beneficiarios mayores de 75 a os de edad.ñ

Adicionalmente, consigna que el actor recibi  en forma reciente el Aporte nico deó Ú  

Reparaci n Ley 20.874, por $1.000.000. De esta forma, conforme se acreditar  en laó á  

Código: VPEYXDKVSZN

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



ROL C-103-2021
Fojas 23

etapa procesal pertinente, el actor ha recibido, hasta la fecha, los beneficios y montos 

contemplados en las leyes de reparaci n mencionadas.ó

II.1.5) Reparaciones mediante la asignaci n de derechos sobre prestaciones estatalesó  

espec ficas.í

Relata que tal como sucede en la mayor a de los procesos de justicia transicional, laí  

reparaci n  no se  realiza  s lo  mediante  transferencias  monetarias  directas  sino queó ó  

tambi n a trav s de la concesi n de diversos derechos a prestaciones. En efecto, elé é ó  

Alto Comisionado para los Derechos Humanos de la ONU ha se alado que el objetivoñ  

de un programa de reparaci n es garantizar que todas las v ctimas reciban un tipo deó í  

reparaci n, aunque no sea necesariamente de un mismo nivel o de la misma clase. Enó  

este sentido, se concedi  a los beneficiarios tanto de la Ley 19.234 como de la Leyó  

19.992, el derecho a gratuidad en las prestaciones m dicas otorgadas por el Programaé  

de Reparaci n y Atenci n Integral de Salud (PRAIS) en Servicios de Salud del pa s.ó ó í  

Para acceder a estos servicios la persona debe concurrir al hospital o consultorio de 

salud correspondiente a su domicilio e inscribirse en la correspondiente oficina del 

PRAIS. Adem s del acceso gratuito a las prestaciones de la red asistencial, PRAISá  

cuenta con un equipo de salud especializado y multidisciplinario de atenci n exclusiva aó  

los beneficiarios del Programa. En la actualidad cuentan con un equipo PRAIS en los 

29 Servicios de Salud, compuesto en su mayor a por profesionales m dicos psiquiatras,í é  

generales, de familia, psic logos y asistentes sociales, encargados de evaluar la magnitudó  

del  da o  y dise ar  un  plan  de  intervenci n  integral,  a  fin  de  dar  respuesta  alñ ñ ó  

requerimiento de salud de los beneficiarios.

Ilustra que a nivel presupuestario, PRAIS cuenta con un financiamiento de continuidad 

desde el a o 2006. El a o 2014, el Programa sostuvo un incremento presupuestarioñ ñ  

importante, siendo el presupuesto global de M$4.580.892. Este presupuesto se distribuye 

por Servicio de Salud, permitiendo cubrir gastos asociados al recurso humano de los 

equipos de salud PRAIS, equipamiento y para la adquisici n de ayudas t cnicas oó é  

prestaciones que requieren beneficiarios en el extra sistema, focalizando principalmente 

en la poblaci n directamente afectada y en el art culo 10 de la Ley 19.992. Sinó í  

perjuicio de ello, como usuarios del sistema p blico de salud, los beneficiaros adquierenú  
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los derechos establecidos para todos los usuarios FONASA; obtienen el derecho de 

organizarse y participar  en los  consejos de participaci n que la ley de Autoridadó  

Sanitaria  crea,  tanto en los  establecimientos  como a nivel  de la  red y secretar aí  

regional, y; adquieren el derecho a organizarse y cooperar con el equipo PRAIS en la 

difusi n del programa y en la promoci n del resto de los Derechos Humanos. Se lesó ó  

ofrece asimismo apoyo t cnico y rehabilitaci n f sica para la superaci n de lesionesé ó í ó  

f sicas que sean producto de la prisi n pol tica o tortura.í ó í

Menciona  que igualmente  se  incluyeron  beneficios  educacionales  consistentes  en la 

continuidad gratuita de estudios b sicos, medios o superiores. El organismo encargadoá  

de orientar a las personas para el ejercicio de este derecho es la Divisi n de Educaci nó ó  

Superior  del  Ministerio  de  Educaci n.  A modo de ejemplo,  un  hijo  o nieto  deló  

beneficiario, y siempre que el beneficiario original no hubiese hecho uso de l, haé  

podido postular a las becas Bicentenario, Juan G mez Millas, Nuevo Milenio o a lasó  

establecidas para estudiantes destacados que ingresan a la carrera de pedagog a, en laí  

forma y condiciones que establece el reglamento de dichas becas. 

Agrega que asimismo, se concedieron beneficios en vivienda, correspondientes al acceso 

a subsidios de vivienda.

II.1.6) Reparaciones simb licas.ó

Describe que al  igual que todos los  dem s procesos de justicia transicional,  parteá  

importante de la reparaci n por los da os morales causados a las v ctimas de DD.HH.ó ñ í  

se realiza a trav s de actos positivos de reconocimiento y recuerdo de los hechos queé  

dieron lugar a aquellas violaciones. Este tipo de acciones pretende reparar, ya no a 

trav s de un pago de dinero paliativo del dolor siempre discutible en sus virtudesé –  

compensatorias  sino precisamente tratando de entregar una satisfacci n a esas v ctimas– ó í  

que en parte logre reparar el dolor y la tristeza y con ello reducir el da o moral.ñ

Vierte  que  la  doctrina,  en  este  sentido,  se  ha  inclinado  por  estimar  que  la 

indemnizaci n del da o moral tiene precisamente un car cter satisfactivo, consistente enó ñ á  

dar a la v ctima una satisfacci n, ayuda o auxilio, que le permita atenuar sus efectos,í ó  

moriger ndolos o haci ndolos m s soportables. As , Fueyo, refiri ndose a la naturalezaá é á í é  

de la reparaci n del da o extrapatrimonial, expresa que debe descartarse que sea unaó ñ  
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reparaci n compensatoria del modo que se entiende en el derecho patrimonial, “puesó  

aqu  resulta  de  partida  absurdo  compensar,  esto  es,  fijar  una  medida  igual  oí  

equivalente, siendo que el da o mismo a indemnizar no es susceptible de medici nñ ó  

exacta. En contraposici n, se trata simplemente de una indemnizaci n satisfactiva, estoó ó  

es, que intenta satisfacer a la v ctima. Tomando este verbo justamente en dos de susí  

acepciones oficiales, seg n el Diccionario de la Real Academia Espa ola, resulta loú ñ  

siguiente:  a)  “Hacer  una  obra  que  merezca  perd n  de  la  pena  debida” y b)ó  

“Aquietar y sosegar las pasiones del nimo”. En esta compleja tarea de entregar unaá  

compensaci n satisfactiva destaca la ejecuci n de diversas obras de reparaci n simb licaó ó ó ó  

como las siguientes:

a) La construcci n del Memorial del Cementerio General en Santiago realizada en eló  

a o 1993;ñ

b) El establecimiento, mediante el Decreto N° 121, del Ministerio Secretar a Generalí  

de  la  Presidencia,  de  10  de  octubre  de  2006,  del  D a  Nacional  del  Detenidoí  

Desaparecido.  Se  elige  el  d a  30  de  agosto  de  cada  a o  en  atenci n  a  que  laí ñ ó  

Federaci n Latinoamericana de Asociaciones de Familiares de Detenidos Desaparecidosó  

ha instituido este d a como d a internacional del detenido-desaparecido.í í

c) La construcci n del Museo de la Memoria y los Derechos Humanos. Esta obra fueó  

inaugurada el 11 de enero de 2010 y su objetivo es dar cuenta de las violaciones a 

los derechos humanos cometidas entre los a os 1973 y 1990 y que quedaron plasmadosñ  

en im genes, conos, documentos o monumentos.á í

d) El establecimiento, mediante Ley N° 20.405, del Premio Nacional de los Derechos 

Humanos.

e) La construcci n de diversos memoriales y obras a lo largo de todo el pa s y enó í  

lugares especialmente importantes para el recuerdo de las Infracciones a los DDHH 

tales como Villa Grimaldi y Tocopilla, entre otras. Destacan, el “Memorial de los 

prisioneros de Pisagua” en el Cementerio de esa ciudad; el Mausoleo “Para que 

nunca m s” en el Cementerio 3 de Iquique; el Memorial “Si estoy en tu memoria,á  

soy parte de la historia” en las afueras del Cementerio Municipal de Tocopilla; el 

Memorial “Parque para la Preservaci n de la Memoria Hist rica de Calama" en eló ó  
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camino  a  San  Pedro  de  Atacama;  el  Memorial  en  homenaje  a  31  v ctimas  deí  

Antofagasta en la puerta principal del Cementerio General de la ciudad; el “Memorial 

en homenaje a los Detenidos Desaparecidos y Ejecutados Pol ticos de la Regi n deí ó  

Atacama” en el Frontis del Cementerio Municipal de esa ciudad; el “Memorial por 

los  Detenidos  Desaparecidos  y  Ejecutados  Pol ticos”  en  la  Plaza  de  Armas  deí  

Curacav ; el “Memorial a las v ctimas detenidas desaparecidas y ejecutadas pol ticasí í í  

del  Partido  Socialista” en  la  sede  de  este  partido;  el  "Memorial  de  Detenidos 

Desaparecidos  y  Ejecutados  Pol ticos  de  Talca"  en  esa  ciudad;  y  el  "Memorialí  

Escult rico de los Derechos Humanos de Punta Arenas" en el Cementerio Municipal deó  

esa ciudad.

Todos ellos unidos a un sinn mero de otras obras menores como monolitos, nombres deú  

calles, placas recordatorias, esculturas, pinturas, etc.

II.1.7) La identidad de causa entre lo que se pide en estos autos y las reparaciones 

realizadas.

Arguye que de todo lo expresado hasta ahora puede concluirse que los esfuerzos del 

Estado por  reparar  a  las  v ctimas  de DD.HH.  han cumplido todos  los  est ndaresí á  

internaciones  de  Justicia  Transicional  y  han  provisto  indemnizaciones  acordes  con 

nuestra realidad econ mica que efectivamente han apuntado a compensar a las v ctimasó í  

por  los  da os,  tanto  morales  como  patrimoniales,  sufridos  a  consecuencia  de  lasñ  

violaciones a los DDHH. As  las cosas, tanto las indemnizaciones que se solicitan ení  

estos autos como el c mulo de reparaciones antes indicadas pretenden compensar losú  

mismos da os ocasionados por los mismos hechos. De esta forma, los ya referidosñ  

mecanismos de reparaci n han compensado aquellos da os, no procediendo, por ello,ó ñ  

ser compensados nuevamente. En este punto el fallo Domic Bezic, Maja y otros con 

Fisco, ha sido especialmente gr fico cuando afirma que una pretensi n indemnizatoriaá ó  

es incompatible con los beneficios legales entregados por la Ley 19.123 pues “aquellos 

beneficios legales tienen el mismo fundamento y an loga finalidad reparatoria del da oá ñ  

moral  cuyo  resarcimiento  pretende la  acci n  intentada  en  este  juicio  y  ellos  sonó  

financiados con recursos fiscales, conforme se desprende de lo establecido en el T tuloí  

VI de ese texto legal”. Lo anterior ha sido ratificado por la Excma. Corte Suprema 
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que,  en  sentencia  de  casaci n  de  fecha  30  de  enero  de  2013,  reiter  laó ó  

incompatibilidad de la indemnizaci n pretendida con los beneficios de fuente estatal poró  

los mismos hechos, resolviendo que: “D cimo Noveno: Que en cuanto a la actora Floré  

Rivera Orellana, ella ha percibido los beneficios de la Ley N° 19.123, de forma que 

no puede pretender una indemnizaci n a un da o del que ya ha sido reparada. Enó ñ  

efecto, la Ley N° 19.123 es la que cre  la Corporaci n Nacional de Reparaci n yó ó ó  

Reconciliaci n, estableci  pensiones de reparaci n y otorg  otros beneficios a favor deó ó ó ó  

las personas que se ala y seg n su Mensaje el objetivo ltimo de ella era reparar elñ ú ú  

da o moral y patrimonial que ha afectado a los familiares directos de las v ctimas deñ í  

violaciones a los derechos humanos. Adem s, de acuerdo al art culo 2 de su texto seá í  

dispone que:  “Le corresponder  especialmente a la  Corporaci n:  1.-  Promover laá ó  

reparaci n del da o moral de las v ctimas a que se refiere el art culo 18 y otorgar laó ñ í í  

asistencia  social  y  legal  que  requieran  los  familiares  de  sta  para  acceder  a  losé  

beneficios  contemplados  en  esta  ley”.  De  lo  expresado  puede  inferirse  que  los 

beneficios otorgados a los familiares de las v ctimas de violaciones a los derechosí  

humanos constituyen un esfuerzo del Estado por reparar el da o moral experimentadoñ  

por esas personas, objetivo resarcitorio coincidente con la pretensi n formulada a trav só é  

de la presente v a jurisdiccional y en consecuencia es evidente que aquellos beneficiosí  

legales tienen el mismo fundamento y an loga finalidad reparatoria de da o moral queá ñ  

la aqu  reclamada y son financiados con recursos fiscales seg n se desprende del T tuloí ú í  

VI de dicha ley, circunstancias todas que impiden acoger la pretensi n de la actora poró  

contraponerse con la idea b sica que una misma causa no puede dar origen a unaá  

doble indemnizaci n. Refuerza lo sostenido el hecho que el art culo 24 de la leyó í  

solamente hizo compatible la pensi n de reparaci n con cualquiera otra pensi n de queó ó ó  

gozara o pudiere gozar el respectivo beneficiario, de manera que no cabe extender el 

alcance  de esta  norma a otras  situaciones  no previstas  en sus  t rminos.  En estasé  

condiciones no es dable estimar que el goce de la pensi n de reparaci n de la Leyó ó  

N° 19.123 pueda ser compatible con otras indemnizaciones al mismo da o moral queñ  

la  ley  trat  de  resarcir  con  su  otorgamiento,  m s  a n  cuando  dicha  pensi n  esó á ú ó  

renunciable con arreglo a lo dispuesto en el art culo 19, situaci n que no correspondeí ó  
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a la de la demandante, quien como se dijo- percibe las pensiones a que se ha hecho–  

referencia. De esta forma es innecesario pronunciarse sobre la eventual renuncia a la 

prescripci n por parte del Fisco de Chile, como quiera que la acci n deducida por laó ó  

se ora Rivera es incompatible con los beneficios aludidos”.ñ

Narra que en el mismo sentido, diversas sentencias ya hab an insistido en que elí  

prop sito de estas leyes fue precisamente “reparar el da o moral y patrimonial queó ñ  

ha afectado a los familiares directos de las v ctimas”, lo que constituye un factorí  

congruente con resoluciones de Tribunales Internacionales, relativas a la improcedencia 

de la indemnizaci n.ó

En efecto,  indica que rganos internacionales de tanta importancia  como la Corteó  

Interamericana de Justicia  han valorado positivamente  la  pol tica  de reparaci n  deí ó  

violaciones de Derechos Humanos desarrollada por Chile, a tal punto que han denegado 

otro tipo de reparaci n pecuniaria luego de tomar en consideraci n los montos yaó ó  

pagados por el Estado por conceptos de pensiones, beneficios y prestaciones p blicas.ú  

As , en el caso Almonacid se se al  expresamente que “la Corte valora positivamenteí ñ ó  

la pol tica de reparaci n de violaciones a derechos humanos adelantada por el Estadoí ó  

(supra p r. 82.26 a 82.33), dentro de la cual la se ora G mez Olivares y sus hijosá ñ ó  

recibieron aproximadamente la cantidad de US$ 98.000,00 (noventa y ocho mil d laresó  

de  los  Estados  Unidos  de  Am rica),  m s  beneficios  educacionales  correspondientesé á  

aproximadamente a US$ 12.180,00 (doce mil ciento ochenta d lares de los Estadosó  

Unidos de Am rica). Teniendo en cuenta todo lo anterior -prosigue la sentencia- elé  

Tribunal considera no ordenar el pago de una compensaci n econ mica por conceptoó ó  

de da o inmaterial (…)”.ñ

Cuenta que en este mismo sentido, el Alto Comisionado para los Derechos Humanos de 

la ONU ha considerado los beneficios de establecer un sistema compensatorio nicoú  

para  todas  las  v ctimas  que  no  genere  desigualdades.  Un  documento  denominadoí  

“Herramientas  Jur dicas  para  Estados  Post-Conflictos”  (Rule  of  Law  for  post-í

conflicts states) se ha referido expresamente a los programas de reparaci n. En l seó é  

ha reconocido la existencia de un problema al exigir indemnizaci n por la v a de losó í  

programas de reparaci n y paralelamente, ejercer una acci n civil, por la v a judicial. ó ó í
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As , indica que una vez que el Gobierno ha hecho esfuerzos de buena fe en crear uní  

sistema administrativo que facilita la entrega de beneficios a las v ctimas, permitir a losí  

mismos beneficiarios iniciar litigios contra el Estado genera el peligro de obtener un 

doble beneficio por el mismo da o. Pero todav a peor, agrega que ello pone en riesgoñ í  

el sistema de reparaciones en su totalidad, puesto que mientras el primer problema 

puede ser f cilmente solucionado estipulando que no pueden perseguirse beneficios dosá  

veces por la misma violaci n, el segundo no es f cilmente evitable toda vez que losó á  

beneficios  obtenidos  en  los  tribunales  pueden  f cilmente  sobrepasar  a  los  de  uná  

programa masivo de reparaciones. Esto puede generar un cambio en las expectativas y 

generalizar una sensaci n de desilusi n con los programas administrativos. Incluso m s,ó ó á  

este cambio puede ser motivado por casos que seguramente no son representativos de 

todo el universo de v ctimas y que m s encima vienen a acentuar las desigualdadesí á  

sociales entre las v ctimas. As , victimas m s educadas o pertenecientes a las ciudadesí í á  

tienen normalmente una probabilidad m s alta de conseguir reparaciones por la v a deá í  

la litigaci n civil que v ctimas m s pobres, menos educadas, que habitan en el campo oó í á  

que pertenecen a grupos tnicos, raciales o religiosos marginados.é

En  la  misma  l nea,  tal  como  indica  Lira,  es  precisamente  el  rechazo  a  nuevasí  

peticiones de indemnizaci n lo que fortalece los programas de Justicia Transicional. Loó  

contrario, esto es, dar lugar nuevamente a demandas de indemnizaci n de perjuicios,ó  

genera inevitablemente un acceso desigual a la justicia y a las reparaciones generando 

el efecto de debilitar la decisi n pol tica y administrativa de reparaci n.ó í ó

Concluye que, estando las acciones interpuestas en autos basadas en los mismos hechos 

y pretendiendo indemnizar los mismos da os que han inspirado precisamente el c muloñ ú  

de acciones reparatorias, ya enunciadas, al tenor de documentos oficiales que ser ná  

acompa ados en su oportunidad, opongo la excepci n de reparaci n integral por haberñ ó ó  

sido ya indemnizado el demandante de la presente causa.

II.2.- Excepci n de prescripci n extintiva.ó ó

Adem s  de  la  excepci n  de  reparaci n  integral  alegada,  opone  a  la  demanda  laá ó ó  

excepci n de prescripci n extintiva de la acci n deducida conforme a los siguientesó ó ó  

argumentos.
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II.2.1) Normas de prescripci n aplicables.ó

Opone la excepci n de prescripci n de las acciones de indemnizaci n de perjuicios conó ó ó  

arreglo  a  lo  dispuesto  en  el  art culo  2332 del  C digo  Civil,  en  relaci n  con  loí ó ó  

dispuesto  en el  art culo  2497 del  mismo C digo,  solicitando que,  por  encontrarseí ó  

prescritas, se rechace la demanda en todas sus partes.

Conforme al relato efectuado por la actora,  la detenci n ilegal,  prisi n pol tica yó ó í  

tortura que sufri , hechos ocurridos hasta 10 de octubre del a o 1973. Es del casoó ñ  

que, entendiendo suspendida la prescripci n durante el per odo de la dictadura militar,ó í  

iniciada en septiembre de 1973, por la imposibilidad de las propias v ctimas de ejercerí  

las acciones legales correspondientes ante los tribunales de justicia, hasta la restauraci nó  

de la democracia, a la fecha de notificaci n de la demanda de autos, esto es, el 25 deó  

octubre  de  2021,  igualmente  ha  transcurrido  en  exceso  el  plazo  de  prescripci nó  

extintiva que establece el citado art culo 2.332 del C digo Civil.í ó

En consecuencia,  opone la  excepci n de prescripci n de 4 a os  establecida en eló ó ñ  

art culo 2332 del C digo Civil, pidiendo que se acoja y se rechacen ntegramente laí ó í  

acci n indemnizatoria deducida como consecuencia de ello, por encontrarse prescrita.ó

En subsidio, en caso que se estime que la norma anterior no es aplicable al caso de 

autos, opone la excepci n de prescripci n extintiva de 5 a os contemplada para lasó ó ñ  

acciones y derechos en el art culo 2.515, en relaci n con el art culo 2.514 del C digoí ó í ó  

Civil,  ya  que  entre  la  fecha  en  que  se  habr a  hecho  exigible  el  derecho  aí  

indemnizaci n y la anotada fecha de notificaci n de las acci n civil que contesto,ó ó ó  

transcurri  con creces el plazo que establece el citado art culo 2.515 del C digo Civil.ó í ó

II.2.2) Generalidades sobre la prescripci n.ó

Alega que por regla general, todos los derechos y acciones son prescriptibles. “Cuando 

no  se  establece  la  prescripci n  de  un  determinado  derecho  y  tampoco  suó  

imprescriptibilidad, ese derecho, de acuerdo con la regla general, es prescriptible.” Por 

ende, la imprescriptibilidad es excepcional y requiere siempre declaraci n expl cita, laó í  

que  en  este  caso  no  existe.  Pretender  que  la  responsabilidad  del  Estado  sea 

imprescriptible, sin que exista un texto constitucional o legal expreso que lo disponga, 

llevar a  a  situaciones  extremadamente  graves  y  perturbadoras.  Por  eso  es  que  laí  
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jurisprudencia  ha  se alado  que  “para  que  un  derecho  de  ndole  personal  y  deñ í  

contenido patrimonial sea imprescriptible, es necesario que exista en nuestra legislaci nó  

disposiciones que establezcan su imprescriptibilidad.” Sobre esta materia cabe recordar 

que la prescripci n es una instituci n universal y de orden p blico.ó ó ú

Efectivamente, argumenta que las normas del T tulo XLII del Libro IV del C digoí ó  

Civil, que la consagran y, en especial, las de su P rrafo I, se han estimado siempre deá  

aplicaci n general a todo el derecho y no s lo al derecho privado. Entre estas normasó ó  

est  el art culo 2.497 del citado cuerpo legal, que manda aplicar las normas de laá í  

prescripci n a favor y en contra del Estado, cuyo tenor es el siguiente: “Las reglasó  

relativas a la prescripci n se aplican igualmente a favor y en contra del Estado, de lasó  

iglesias, de las municipalidades, de los establecimientos y corporaciones nacionales, y de 

los individuos particulares que tienen la libre administraci n de lo suyo”. Esta ltimaó ú  

disposici n  consagra,  con  car cter  obligatorio,  el  principio  de  que,  al  igual  queó á  

trat ndose  de las  relaciones  entre  particulares  (que  es  el  sentido de la  expresi ná ó  

“igualmente”  que  emplea  el  precepto)  la  prescripci n  afecta  o  favorece,  sinó  

excepciones, a las personas jur dicas de derecho p blico, a pesar de que stas, como loí ú é  

se ala el art culo 547, inciso 2º, del C digo Civil, se rijan por leyes y reglamentosñ í ó  

especiales.

Explica que la prescripci n es una instituci n de aplicaci n general en todo el mbitoó ó ó á  

jur dico y de orden p blico, pues no cabe renunciarla anticipadamente (art culo 2.494,í ú í  

inciso 1º, del C digo Civil). La responsabilidad que se atribuye al Estado y la que seó  

reclama en contra de particulares  tienen la  misma finalidad:  resarcir  un perjuicio 

extrapatrimonial, en este caso, a trav s de un incremento patrimonial del afectado.é

II.2.3) Fundamento de la prescripci n.ó

Discute que la prescripci n tiene por fundamento dar fijeza y certidumbre a toda claseó  

de  derechos  emanados  de  las  relaciones  sociales  y  de las  condiciones  en  que se 

desarrolla la vida, aun cuando stas no se ajusten a principios de estricta equidad, queé  

hay que subordinar, como mal menor, al que resultar a de una inestabilidad indefinida.í  

Es  de destacar  que la  prescripci n,  por  sobre  todas  las  cosas,  es  una instituci nó ó  

estabilizadora  e  indispensable  en  nuestro  orden  social.  Est  reconocida  por  elá  
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ordenamiento jur dico con una perspectiva esencialmente pragm tica, en atenci n a queí á ó  

existe un bien jur dico superior que se pretende alcanzar, consistente en la certeza deí  

las relaciones jur dicas.í

Por  las  mismas razones,  consigna que la  prescripci n  no es  -en s  misma- comoó í  

usualmente  se  piensa,  una  sanci n  para  los  acreedores  y  un  beneficio  para  losó  

deudores. Sanci n o beneficio, en su caso, no son m s que consecuencias indirectas deó á  

la  protecci n  del  inter s  general  ya  referido.  Resulta  inaceptable  presentar  a  laó é  

prescripci n extintiva como una instituci n abusiva de exenci n de responsabilidad,ó ó ó  

contraria  o  denegatoria  del  derecho  a  reparaci n  contemplado  en  la  Constituci nó ó  

Pol tica y en los Tratados Internacionales. No est  dem s decir que la prescripci n noí á á ó  

exime la responsabilidad ni elimina el derecho a la indemnizaci n. Solamente ordena yó  

coloca un necesario l mite en el tiempo para que se deduzca en juicio la acci n. í ó

Por otro lado, aclara que no hay conflicto alguno entre la Constituci n Pol tica y laó í  

regulaci n del C digo Civil. Lo habr a si aquellos textos prohibieran la prescripci n oó ó í ó  

si el derecho interno no admitiere la reparaci n v a judicial oportunamente formulada.ó í  

En  ausencia  de  ese  conflicto,  no  hay  contradicci n  normativa.  En  la  especie,  eló  

ejercicio de las acciones ha sido posible durante un n mero significativo de a os, desdeú ñ  

que la demandante estuvo en situaci n de hacerlo.ó

II.2.4) Jurisprudencia sobre la prescripci n.ó

II.2.4.1 La sentencia del pleno de la Excma. Corte Suprema de 21 de enero de 2013. 

Como es de p blico conocimiento, nuestra Excma. Corte Suprema, en ejercicio de laú  

facultad conferida por el art culo 780 del C digo de Procedimiento Civil dict , el 21í ó ó  

de  enero  de  2013,  una  hist rica  sentencia  de  unificaci n  de  jurisprudencia  deó ó  

demandas de indemnizaci n de perjuicios en contra del Fisco de Chile por hechosó  

acaecidos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990. En dicha 

sentencia, nuestro M ximo Tribunal en Pleno, zanj  esta controversia, se alando: á ó ñ

1º) Que el principio general que debe regir la materia es el de la prescriptibilidad de 

la acci n de responsabilidad civil, de modo que la imprescriptibilidad debe, como todaó  

excepci n, ser establecida expresamente y no construida por analog a o interpretaci nó í ó  

extensiva; Se ala al respecto el fallo: “Octavo: Que la prescripci n constituye unñ ó  
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principio general del derecho destinado a garantizar la seguridad jur dica, y como talí  

adquiere presencia en todo el espectro de los distintos ordenamientos jur dicos, salvoí  

que por ley o en atenci n a la naturaleza de la materia se determine lo contrario, estoó  

es, la imprescriptibilidad de las acciones. A ello cabe agregar que no existe norma 

alguna en que se establezca la imprescriptibilidad gen rica de las acciones orientadas aé  

obtener el reconocimiento de la responsabilidad extracontractual del Estado o de sus 

rganos institucionales; y, en ausencia de ellas, corresponde estarse a las reglas deló  

derecho com n referidas espec ficamente a la materia”.ú í

2º) Que los tratados internacionales invocados, especialmente el Pacto Internacional de 

Derechos  Civiles  y  Pol ticos,  la  Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos,  elí ó  

Convenio de Ginebra sobre Tratamiento de los Prisioneros de Guerra y la Convenci nó  

sobre la Imprescriptibilidad de los Cr menes de Guerra y de los Cr menes de Lesaí í  

Humanidad, no contienen norma alguna que declare imprescriptible la responsabilidad 

civil;  la  imprescriptibilidad  que  algunos  de  ellos  establecen  se  refiere  s lo  a  laó  

responsabilidad penal; Al efecto, el citado fallo dispone: “Cuarto: Que desde luego y 

en lo que dice relaci n con la alegaci n de vulneraci n de tratados internacionales cabeó ó ó  

dejar establecido, en forma previa, que al tiempo de los hechos investigados no se 

encontraban vigentes en Chile el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos,í  

que s lo vino a ser aprobado por Decreto Supremo N° 778 (RR.EE.) de 30 deó  

noviembre de 1976, publicado en el Diario Oficial de 29 de abril de 1989, ni la 

Convenci n Americana de Derechos Humanos o Pacto de San Jos  de Costa Rica,ó é  

promulgada por Decreto Supremo N° 873 (RR.EE.),  de 23 de agosto de 1990, 

publicado el 5 de enero de 1991.” “Quinto: Que no obstante lo anterior y en la 

misma l nea de razonamientos acerca del contenido de tratados internacionales, previoí  

es tambi n hacer notar que ninguno de los cuerpos normativos citados en el falloé  

impugnado establece la imprescriptibilidad gen rica de las acciones orientadas a obteneré  

el reconocimiento de la responsabilidad extracontractual del Estado o de sus rganosó  

institucionales. As , la propia Convenci n Americana de Derechos Humanos no contieneí ó  

precepto alguno que consagre la imprescriptibilidad alegada por el recurrente. Adem s,á  

ninguna de las disposiciones citadas en el recurso excluye respecto de la materia en 
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controversia la aplicaci n del derecho nacional. En efecto, el art culo 1° s lo consagraó í ó  

un deber de los Estados miembros de respetar los derechos y libertades reconocidos en 

esa Convenci n y garantizar su libre y pleno ejercicio, sin discriminaci n alguna; y eló ó  

art culo 63.1 impone a la Corte Interamericana de Derechos Humanos un determinadoí  

proceder si se decide que hubo violaci n a un derecho o libertad protegido.” “Sexto:ó  

Que, por su parte, el Convenio de Ginebra sobre Tratamiento de los Prisioneros de 

Guerra,  que  proh be  a  las  partes  contratantes  exonerarse  a  s  mismas  de  lasí í  

responsabilidades en que han incurrido por infracciones graves que se cometan en 

contra de las personas y bienes protegidos por el Convenio a que alude el art culoí  

131, debe entenderse necesariamente referido a infracciones del orden penal, lo que 

resulta claro de la lectura de los art culos 129 y 130 de dicho Convenio que aluden aí  

actos contra las personas o bienes citando al efecto homicidio intencional, tortura o 

tratos  inhumanos,  incluso  experiencias  biol gicas,  el  causar  de  prop sito  grandesó ó  

sufrimientos o atentar gravemente contra la integridad f sica o la salud, el hecho deí  

forzar a un cautivo a servir en las fuerzas armadas de la Potencia enemiga o privarle 

de su derecho a ser juzgado regular e imparcialmente al tenor de las prescripciones del 

Convenio.” “S ptimo: Que, finalmente, la Convenci n sobre la Imprescriptibilidad deé ó  

los Cr menes de Guerra y de los Cr menes de Lesa Humanidad de 1968, que estableceí í  

la imprescriptibilidad de los cr menes de guerra seg n la definici n dada en el Estatutoí ú ó  

del Tribunal Militar Internacional de N remberg, as  como de los cr menes de lesaü í í  

humanidad cometidos tanto en tiempo de guerra como en tiempo de paz, seg n laú  

definici n dada en el Estatuto antes indicado, se refiere tambi n y nicamente a laó é ú  

acci n  penal.  En  efecto,  en  el  art culo  IV  establece  que  los  Estados  Partes  seó í  

comprometen a adoptar las medidas legislativas o de otra ndole que fueran necesariasí  

para que la prescripci n de la acci n penal o de la pena, establecida por ley o de otroó ó  

modo, no se aplique a los cr menes antes indicados.” í

3º) Que no existiendo una norma especial que determine qu  plazo de prescripci né ó  

debe aplicarse en estos casos, debe recurrirse al derecho com n, que en esta materiaú  

est  representado  por  la  regulaci n  del  C digo  Civil  relativa  a  la  responsabilidadá ó ó  

extracontractual, y en particular por el art culo 2332 que fija un plazo de cuatro a osí ñ  
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desde la perpetraci n del acto; As , junto al considerando octavo antes citado, disponeó í  

el fallo en su considerando d cimo que: “D cimo: Que de acuerdo a lo anterior, ené é  

la especie resulta aplicable la regla contenida en el art culo 2332 del mismo C digo,í ó  

conforme  a  la  cual  las  acciones  establecidas  para  reclamar  la  responsabilidad 

extracontractual prescriben en cuatro a os, contados desde la perpetraci n del acto”. ñ ó

4º) Que, no obstante la letra de dicho precepto, el plazo debe contarse no desde la 

desaparici n del secuestrado (detenci n de los demandantes en este caso), sino desdeó ó  

que los titulares de la acci n indemnizatoria tuvieron conocimiento y contaron con laó  

informaci n necesaria y pertinente para hacer valer el derecho al resarcimiento deló  

da o ante los tribunales de justicia; Las sentencias anteriores y posteriores al citadoñ  

fallo  no  hacen  m s  que  reiterar  la  misma  doctrina,  constituyendo  jurisprudenciaá  

contundente  en  la  materia,  acogiendo  las  argumentaciones  hechas  valer  por  esta 

defensa, lo que solicitamos se tenga especialmente en consideraci n al momento deó  

resolver la presente Litis, tal como ha resuelto el Pleno de nuestro Excmo. Tribunal, 

en sentencia de fecha 21 de enero de 2013 que acogi  la aplicaci n de la instituci nó ó ó  

de la prescripci n en materias como la de autos.ó

II.2.5) Contenido patrimonial de la acci n indemnizatoria.ó

Discurre que la indemnizaci n de perjuicios, cualquiera sea el origen o naturaleza deó  

los mismos, no tiene un car cter sancionatorio, de modo que jam s ha de cumplir uná á  

rol punitivo para el obligado al pago y su contenido es netamente patrimonial. De allí 

que no ha de sorprender ni extra ar que la acci n destinada a exigirla est  -comoñ ó é  

toda acci n patrimonial- expuesta a extinguirse por prescripci n. Sobre el particularó ó  

debe considerarse, como en forma reiterada se ha planteado por la doctrina fiscal 

sustentada en sus diversas defensas y lo ha recogido la reiterada jurisprudencia, que en 

la especie se ha ejercido una acci n de contenido patrimonial  que persigue haceró  

efectiva la responsabilidad extracontractual del Estado, por lo que no cabe sino aplicar, 

en materia  de prescripci n,  las  normas  del  C digo  Civil,  lo  que no  contrar a  laó ó í  

naturaleza especial de la responsabilidad que se persigue, en atenci n a que la acci nó ó  

impetrada pertenece -como se ha dicho- al mbito patrimonial.á
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Contin a que en efecto, basta considerar que el derecho a indemnizaci n puede ser yú ó  

ha sido objeto de actos de disposici n, tales como renuncia o transacci n, incluso enó ó  

casos  de  violaciones  a  los  Derechos  Humanos,  por  lo  que  no  existe  fundamento 

plausible para estimar que se trata de acciones ajenas a la prescripci n liberatoria queó  

no es sino una suerte de renuncia t cita por el no ejercicio oportuno de las acciones.á

II.2.6) Normas contenidas en el Derecho Internacional.

Finalmente, aun cuando la demandante formula alegaciones en cuanto a que la acci nó  

patrimonial que persigue la reparaci n por los da os reclamados ser a imprescriptibleó ñ í  

conforme al derecho internacional de los derechos humanos, en este sentido, su parte 

se  har  cargo  de  ciertos  instrumentos  internacionales,  adelantando  desde  ya  queá  

ninguno contempla la imprescriptibilidad de las acciones civiles derivadas de delitos o 

cr menes de lesa humanidad o que proh ba o impida la aplicaci n del derecho internoí í ó  

en esta materia.

Puntualiza que la “Convenci n sobre la Imprescriptibilidad de los Cr menes de Guerraó í  

y Cr menes de Lesa Humanidad”, aprobada por Resoluci n Nº 2.391 de 26 deí ó  

Noviembre de 1968, y en vigor desde el a o 1970, en su art culo 1º letras a)ñ í  

declara imprescriptibles  a “los cr menes de guerra; y b) a los cr menes  de lesaí í  

humanidad; pero cabe se alar tal como lo ha reconocido la Excma. Corte Suprema-ñ –  

que en ninguno de sus art culos declara la imprescriptibilidad de las acciones civilesí  

para perseguir la responsabilidad pecuniaria del Estado por estos hechos, limitando esta 

imprescriptibilidad a las acciones penales.

Sigue,  que los Convenios  de Ginebra de 1949,  ratificados  por Chile en 1951,  se 

refieren exclusivamente a las acciones penales para perseguir la responsabilidad de los 

autores de los delitos de cr menes de guerra y cr menes contra la humanidad, de modoí í  

tal que no cabe extender la imprescriptibilidad a las acciones civiles indemnizatorias, tal 

como  ha  resuelto  nuestro  M ximo  Tribunal.  La  Resoluci n  N° 3.074,  de  3  deá ó  

diciembre  de 1973,  de  la  Asamblea General  de  las  Naciones  Unidas,  denominada 

“Principios  de  Cooperaci n  Internacional  para  el  descubrimiento,  el  arresto,  laó  

extradici n y el castigo de los culpables de cr menes contra la humanidad”, se refiereó í  

exclusivamente a las acciones penales para perseguir la responsabilidad de los autores 
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de los delitos de cr menes de guerra y cr menes contra la humanidad, de modo tal queí í  

no cabe extender la imprescriptibilidad a las acciones civiles indemnizatorias.

Precisa  que  la  Convenci n  Americana  de  Derechos  Humanos,  no  establece  laó  

imprescriptibilidad  en  materia  indemnizatoria.  En relaci n  a  esta  Convenci n  debeó ó  

destacarse que al efectuar la ratificaci n, conforme al inciso 2° del art culo 5° de laó í  

Carta Fundamental, Chile formul  una reserva en orden a que el reconocimiento de laó  

competencia, tanto de la Comisi n Interamericana de Derechos Humanos como de laó  

Corte Interamericana de Derechos Humanos, se refiere a hechos posteriores a la fecha 

del dep sito del instrumento de ratificaci n, de 21 de agosto de 1990, o, en todo caso,ó ó  

a hechos cuyo principio de ejecuci n sea posterior al 11 de marzo de 1990.ó

Suma que por otra parte, el art culo 63 de la Convenci n se encuentra ubicado en elí ó  

Cap tulo VIII, relativo a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, espec ficamenteí í  

en la secci n segunda de dicho cap tulo, referido a la competencia y funciones de esaó í  

Corte, facult ndola para imponer condenas de reparaci n de da os, pero ello no impideá ó ñ  

la aplicaci n del derecho interno nacional ni de la instituci n de la prescripci n, enó ó ó  

Chile.  Es decir,  el  mandato contenido en esa disposici n est  dirigido a la  Corteó á  

Interamericana y no a nuestros  Tribunales,  quienes  deben aplicar  la normativa de 

derecho interno que rige la materia. El planteamiento de la defensa fiscal ha sido 

reconocido  por  nuestro  m s  alto  Tribunal  del  pa s.  En  efecto,  la  Excma.  Corteá í  

Suprema ha desestimado la aplicaci n de esa normativa en diversos fallos, como lo haó  

establecido conociendo del recurso de casaci n interpuesto en los autos Ingreso Nºó  

1.133-06, caratulados “Neira Rivas, Gloria con Fisco de Chile”, de 24 de julio de 

2007, que en sus considerandos vig simo quinto y vig simo sexto desestim  el recursoé é ó  

de casaci n de la demandante por considerar inaplicables las disposiciones citadas seg nó ú  

se pasa a se alar: “Vig simo Quinto: Que, asimismo el recurso ha imputado a lañ é  

sentencia que cuestiona haber transgredido, al aceptar la excepci n de prescripci nó ó  

opuesta  por  el  Fisco,  diversas  normas  pertenecientes  al  Derecho  Internacional  de 

Derechos  Humanos,  que consagran la  imprescriptibilidad en materias  relativas  a la 

protecci n  de  estos  derechos,  mencionado,  a  tal  efecto,  en  primer  t rmino,  eló é  

ordenamiento de la Convenci n Americana sobre Derechos Humanos Pacto de Sanó –  
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Jos  de Costa Rica- promulgado mediante Decreto Supremo Nº 873, publicado en elé  

Diario Oficial de 5 de enero de 1991.” “Vig simo Sexto: Que semejante reprocheé  

aparece desprovisto de fundamentaci n atendible, puesto que, si bien dicho tratadoó  

tiene la fuerza normativa que le reconoce el art culo 5º inciso 2º de la Cartaí  

Fundamental, su vigencia arranca de una poca posterior en el tiempo a aqu lla ené é  

que ocurrieron los hechos objeto del actual juzgamiento, de modo que sus disposiciones 

no les resultan aplicables.  Por lo que toca espec ficamente al art culo 63 - nicaí í ú  

disposici n del Pacto que el recurso presenta como vulnerada  basta una someraó –  

lectura de su texto para comprender que en l se plasma una norma imperativamenteé  

dirigida a la Corte Internacional de Derechos Humanos, y que ninguna correspondencia 

guarda con la materia comprendida en el recurso”.

Asevera que lo mismo aconteci  en la sentencia dictada por la Excma. Corte Suprema,ó  

acogiendo un recurso de casaci n en el fondo deducido por el Fisco, en la causaó  

“Mart nez Rodr guez y otra con Fisco de Chile”, autos ingreso Nº 4.067-2006, ení í  

fallo de fecha 29 de octubre de 2007. En el mismo sentido se han pronunciado 

reiterados fallos de la Excma. Corte Suprema. 

Alega que no habiendo, en consecuencia, norma expresa de derecho internacional de 

derechos humanos, debidamente incorporada a nuestro ordenamiento jur dico interno,í  

que  disponga  la  imprescriptibilidad  de  la  obligaci n  estatal  de  indemnizar,  y  noó  

pudiendo tampoco aplicarse por analog a la imprescriptibilidad penal en materia civil,í  

no debe apartarse del claro mandato de la ley interna al resolver esta contienda y 

aplicar las normas contenidas en los art culos 2332 y 2497 del C digo Civil,  queí ó  

establecen las reglas sobre prescriptibilidad de la responsabilidad patrimonial del Estado.

Con el m rito de lo expuesto precedentemente se deber  rechazar la demanda poré á  

encontrarse prescrita la acci n deducida.ó

II.3.- En cuanto al da o e indemnizaci n reclamada.ñ ó

En  subsidio  de  las  defensas  y  excepciones  precedentes,  procede  a  formular  las 

siguientes alegaciones en cuanto a la naturaleza de la indemnizaci n solicitada y deló  

excesivo monto pretendido de $200.000.000.

II.3.1) Fijaci n de la indemnizaci n por da o moral.ó ó ñ
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Con relaci n al da o moral, hace presente que no puede dejar de considerarse que steó ñ é  

consiste en la lesi n o detrimento que experimenta una persona, en general, en susó  

atributos  o cualidades  inmateriales,  lo que depender ,  de las secuelas sufridas  coná  

motivo de los hechos se alados en el libelo y de conformidad a los antecedentes queñ  

obren en autos en la etapa probatoria del mismo. As , entonces, los llamados da os noí ñ  

patrimoniales recaen sobre elementos de dif cil o imposible estimaci n pecuniaria, yaí ó  

que su contenido no es econ mico, o al menos no directamente. Ello produce a suó  

respecto una imposibilidad latente e insuperable de evaluaci n y apreciaci n pecuniaria.ó ó

En t rminos  generales,  se ala  que la  indemnizaci n de perjuicios  tiene por objetoé ñ ó  

restablecer el equilibrio destruido por el hecho il cito, otorgando a la v ctima un valorí í  

equivalente a la cuant a del da o sufrido, para ponerla en el mismo estado que ten aí ñ í  

antes del acto da oso. Por ende, la indemnizaci n del da o puramente moral no señ ó ñ  

determina  cuantificando,  en t rminos  econ micos,  el  valor  de  la  p rdida  o  lesi né ó é ó  

experimentada, sino s lo otorgando a la v ctima una satisfacci n, ayuda o auxilio queó í ó  

le  permita  atenuar  el  da o,  morigerarlo  o  hacerlo  m s  soportable,  mediante  unañ á  

cantidad de dinero u otro medio, que en su monto o valor sea compatible con esa 

finalidad meramente satisfactiva.

Narra que ha dicho la Excma. Corte Suprema: “Por definici n, el perjuicio moral noó  

es de naturaleza pecuniaria. Esa fisonom a inmaterial que tiene, hace decir a los doctosí  

que no se trata de calcular la suma necesaria para borrar lo imborrable, sino procurar 

que el afectado obtenga algunas satisfacciones equivalentes al valor moral destruido”. 

Es en la perspectiva antes indicada que hay que regular el monto de la indemnizaci nó  

que debe ser un procedimiento destinado a atenuar los efectos o el rigor de la p rdidaé  

extrapatrimonial sufrida.

Por  otra  parte,  advierte  que  tampoco  resulta  procedente  invocar  la  capacidad 

econ mica del demandante y/o del demandado como elemento para fijar la cuant a deó í  

la indemnizaci n, pues, como se ha dicho, el juez s lo est  obligado a atenerse a laó ó á  

extensi n  del  da o  sufrido  por  la  v ctima,  en  la  cual  no  tienen  influencia  estasó ñ í  

capacidades.
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Aduce  que  no  habiendo  norma  legal  que  establezca  una  excepci n  relativa  a  laó  

capacidad econ mica habr  de estarse al principio general y b sico de la cuantificaci nó á á ó  

conforme a la extensi n del da o, ni m s ni menos, con absoluta prescindencia deló ñ á  

patrimonio del obligado al pago. En tal sentido, las id nticas cifras pretendidas en laé  

demanda  como  compensaci n  del  da o  moral,  resultan  excesivas  teniendo  enó ñ  

consideraci n las acciones y medidas de reparaci n adoptadas por el Estado de Chileó ó  

en esta materia, y los montos promedios fijados por nuestros tribunales de justicia, que 

en esta materia han actuado con mucha prudencia.

Ratifica que es m s, la I. Corte de Apelaciones de Santiago ha resuelto en materiaá  

similar  a  la  de  autos  que  para  fijar  el  quantum debe  acudirse  al  Principio  de 

Prudencia que conduce a la proporcionalidad. En efecto, en la sentencia de segunda 

instancia dictada en recurso de apelaci n Ingreso Corte 6891  2013, la I. Corte deó –  

Apelaciones  de  Santiago  resolvi :  “Cuarto:  Que  ante  tales  argumentos,  surge  eló  

problema de determinar la real cuant a de dicho da o moral, que como se ha dicho noí ñ  

se puede desconocer, su existencia en el caso, pero si bien, tal actividad se dificulta, 

por la generalidad de los hechos expuestos en la demandada, sin que se haya precisado 

cada uno de ellos y la total extensi n del perjuicio -lo que permitir a efectuar alg nó í ú  

grado de distinci n o diferenciaci n- esta situaci n no puede ser bice para alcanzarlo,ó ó ó ó  

por lo que se ha de recurrir a la prudencia, la que nunca debe ser desproporcionada, 

por lo que sta Corte fijar  la cuant a de tal reparaci n en $3.000.000 para cada unoé á í ó  

de los actores referidos en el considerando vig simo sexto”.é

II.3.2) En subsidio de las excepciones precedentes de reparaci n y prescripci n,  laó ó  

regulaci n del da o moral debe considerar los pagos ya recibidos del Estado y guardaró ñ  

armon a con los montos establecidos por los Tribunales.í

En  efecto,  en  subsidio  de  las  excepciones  de  reparaci n  integral  y  prescripci nó ó  

extintiva de las acciones deducidas, alega en todo caso que en la fijaci n del da oó ñ  

moral por los hechos de autos, se debe considerar todos los pagos recibidos por el 

actor a trav s de los a os por parte del Estado conforme a las leyes de reparaci né ñ ó  

(19.123,  19.234,  19.992,  sus modificaciones y dem s normativa pertinente),  y queá  

seguir n percibiendo a t tulo de pensi n, y tambi n los beneficios extrapatrimonialesá í ó é  
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que estos cuerpos legales contemplan, pues todos ellos tienen por objeto reparar el 

da o moral.ñ

Razona que de no accederse a esta petici n subsidiaria implicar a un doble pago poró í  

un mismo hecho, lo cual contrar a los principios jur dicos b sicos del derecho en ordení í á  

a que no es jur dicamente procedente que un da o sea indemnizado dos veces.í ñ

Hace presente que para la  adecuada regulaci n  y fijaci n  del  da o moral  debenó ó ñ  

considerarse como un par metro v lido los montos establecidos en las sentencias de losá á  

tribunales  en  esta  materia,  lo  que  implica  rebajar  sustancialmente  los  montos 

pecuniarios demandados.

II.4.- Improcedencia del pago de reajustes e intereses.-

Adem s de lo alegado, hace presente que los reajustes s lo pueden devengarse en elá ó  

caso de que la sentencia que se dicte en la causa acoja la demanda y establezca esa 

obligaci n, y adem s desde que dicha sentencia se encuentre firme o ejecutoriada.ó á

Enuncia que a la fecha de interposici n de la demanda de autos a tramitaci n, o deó ó  

su notificaci n, y mientras no exista sentencia firme o ejecutoriada, ninguna obligaci nó ó  

tiene su representado de indemnizar, y por tanto no existe ninguna suma que deba 

reajustarse. Lo anterior implica que, en casos como el de autos, los reajustes que 

procedieren  de  ninguna  manera  podr an  contabilizarse  desde  una fecha  anterior  aí  

aquella en que la sentencia que los concede se encuentre firme o ejecutoriada. El 

reajuste es un mecanismo econ mico-financiero que tiene por objeto neutralizar eló  

efecto que los procesos inflacionarios o deflacionarios tienen sobre la moneda de curso 

legal. Desde esta perspectiva, no procede aplicar la correcci n monetaria a partir deó  

una fecha anterior a la determinaci n del monto respectivo por sentencia ejecutoriada.ó

Enfatiza que respecto de los intereses, el art culo 1551 del C digo Civil estableceí ó  

expresamente  que el  deudor  no  est  en  mora  sino cuando ha  sido  judicialmenteá  

reconvenido y ha retardado el cumplimiento de la sentencia.

Resalta que la jurisprudencia de nuestros tribunales superiores as  lo han decidido deí  

manera uniforme, por ejemplo, en fallo que aparece en el Tomo 55, secci n 1°,ó  

p gina  95,  de  la  revista  de  Derecho  y  Jurisprudencia,  “En  los  juicios  sobreá  

indemnizaci n (por responsabilidad extracontractual) no puede considerarse en mora aó  
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la parte demandada mientras no se establezca por sentencia ejecutoriada su obligaci nó  

de indemnizar y el monto de la indemnizaci n. Por tanto, no procede en esta clase deó  

juicios hacer extensiva la demanda de cobro de intereses de la suma demandada o de 

la que se fije en el fallo que recaiga en el juicio.” Por consiguiente, el hipot ticoé  

caso de que se decida acoger la acci n de autos y condene a su representado al pagoó  

de una indemnizaci n de perjuicios, tales reajustes e intereses s lo podr n devengarseó ó á  

desde  que  la  sentencia  condenatoria  se  encuentre  firme  o  ejecutoriada  y  su 

representado incurra en mora.

Por tanto, solicita tener por contestada la demanda civil deducida en autos y, en 

definitiva, conforme a las excepciones, defensas y alegaciones opuestas, rechazar dicha 

acci n  indemnizatoria  en  todas  sus  partes,  con  costas;  o,  en  subsidio,  rebajaró  

sustancialmente el monto indemnizatorio pretendido.

Con fecha 02 de diciembre de 2021, a folio 16, el tribunal tiene por contestada la 

demanda y confiere traslado para la r plica. é

Con fecha 09 de diciembre de 2021, la demandante evac a el tr mite de la r plica,ú á é  

ratificando ntegramente todo lo expuesto en la demanda de autos, tanto en los hechosí  

como en el derecho; y controvirtiendo expresamente todas las afirmaciones de hecho y 

de derecho que se contienen en el escrito de contestaci n de la demanda, agregandoó  

que corresponde a la contraria la tarea imposible por no ser efectivos- de acreditar–  

sus dichos. No incorpora hechos sustantivos nuevos a la causa.

Con fecha 16 de diciembre de 2021, a folio 19, el tribunal tiene por evacuada la 

r plica y confiere traslado para la d plica.é ú

Con fecha 23 de diciembre de 2021, a folio 20, comparece el demandado, quien pide 

tener por evacuada la d plica, reiterando todas las alegaciones, excepciones y defensasú  

planteadas en el escrito de contestaci n a la demanda y con el m rito de ellas solicitaó é  

el rechazo de la acci n deducida.ó

Con fecha 01 de febrero de 2022, a folio 21, el tribunal tuvo por evacuado el tr miteá  

de la d plica.ú

Con fecha 03 de marzo de 2022, a folio 23, el tribunal recibi  la causa a prueba poró  

el t rmino legal. Dicha resoluci n consta notificada a las partes, seg n el atestadoé ó ú  
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receptorial, acompa ado en autos bajo el folio 24 de fecha 10 de junio de 2022 yñ  

resoluci n  de  folio  27,  de  fecha  19  de  julio  de  2022,  respectivamente.  Laó  

interlocutoria fue objeto de reposici n por parte de la demandante, impugnaci n queó ó  

fue rechazada por medio de la providencia dictada el 04 de agosto de 2022, bajo el 

folio 31.

Con fecha 09 de noviembre de 2022, a folio 45, el tribunal cit  a las partes a o ró í  

sentencia.

CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que  comparece  don  Carlos  Emilio  Toloza  Eguiluz,  abogado,  en 

representaci n de don ó Carlos Alejandro Mu oz Carranzañ , empleado, quien interpone 

demanda de indemnizaci n de da os y perjuicios en juicio de Hacienda en contra deló ñ  

Fisco de Chile, representado por el Presidente del Consejo de Defensa del Estado, 

don Juan Antonio Peribonio; por el da o moral sufrido por las torturas de que fueñ  

objeto por parte de funcionarios del Ejercito de Chile actuando en su calidad de tal, 

solicitando el pago de la suma de $200.000.000 (doscientos millones de pesos), m sá  

reajustes e intereses desde la notificaci n de esta demanda y hasta el pago efectivo yó  

total de las mismas, o la suma que se estime ajustada a derecho y equidad y al m ritoé  

de autos, todo con costas; de acuerdo a los antecedentes de hecho y de derecho 

expuestos en su libelo de demanda, los que han sido precedentemente rese ados en loñ  

expositivo de esta sentencia y se dan por reproducidos en este considerando.

SEGUNDO: Que legalmente  emplazado,  el  demandado Fisco  de Chile  contesta  la 

demanda solicitando su total rechazo, deduciendo las excepciones de reparaci n integraló  

y la prescripci n extintiva de la acci n deducida, y en subsidio, la rebaja del montoó ó  

indemnizatorio pretendido; todo lo anterior conforme a lo relacionado en lo expositivo 

de esta sentencia.

TERCERO: Que la demandante, a fin de acreditar su pretensi n, aparej  los siguientesó ó  

documentos:

1.- Copia de escritura p blica de Mandato Judicial, otorgado por don Carlos Alejandroú  

Mu oz Carranza a don Carlos Emilio Toloza Eguiluz, con fecha 21 de octubre deñ  

2020,  ante  don  Alejandro  Am rico  lvarez  Barrera,  Suplente  del  Titular  de  laé Á  
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Cuadrag sima Primera Notar a de Santiago, don F lix Jara Cadot.  Repertorio N°é í é  

20.275-2020.

2.-  Certificado otorgado por el  Instituto de Derechos Humanos,  con fecha 27 de 

febrero de 2020, que certifica que don Carlos Alejandro Mu oz Carranza, c dula deñ é  

identidad n mero 5.175.884-6, se encuentra calificado como v ctima en el listado deú í  

Prisioneros Pol ticos y Torturados, elaborado por la Comisi n Asesora Presidencial paraí ó  

la Calificaci n de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Pol ticos y V ctima de Prisi nó í í ó  

Pol tica y Tortura, conocida como Comisi n Valech I.  Hay pie de firma de Leonardoí ó  

Urrutia lvarez, rea de Memoria, Archivos y Documentaci n del Instituto NacionalÁ Á ó  

de Derechos Humanos. Se adjunta listado, con timbre del referido Instituto, en donde 

el demandado figura junto al n mero 674.ú

3.-  Copia  extracto  de Norma T cnica  del  Ministerio  de Salud de Chile,  para  laé  

atenci n en Salud de Personas Afectadas por la Represi n Pol tica Ejercida por eló ó í  

Estado en el Periodo 1973-1990.

CUARTO: Que en el primer otros  del escrito presentado por la parte demandada aí  

folio 13, aqu lla solicit  se oficiara al Instituto de Previsi n Social, a fin de queé ó ó  

informara sobre los beneficios reparatorios del Estado y los montos totales que don 

Carlos Mu oz Carranza ha obtenido en relaci n a las Leyes Nro. 19.123, 19.234,ñ ó  

19.992, 20.874 y dem s pertinentes; a lo que el Tribunal accedi  por resoluci n deá ó ó  

folio 16.

QUINTO: Que consta recepci n, a folio 18, de Oficio DSGT N° 4792-4545 de fechaó  

14 de diciembre de 2021, proveniente del Instituto de Previsi n Social, documento queó  

acompa a anexo con detalle de beneficios de reparaci n Leyes N°s 19.992 y 20.874,ñ ó  

recibidos por don Carlos Mu oz Carranza, Run N° 5.175.884-6, en su calidad deñ  

v ctima de Prisi n Pol tica y Tortura (Ley Valech). Refiere el documento, que laí ó í  

persona se alada no ha recibido otros beneficios de reparaci n en dicho Instituto. Elñ ó  

anexo se ala que ha recibido en la categor a TP Valech; Per odos emitidos: 07/2005 añ í í  

12-2021; Pensi n Ley N° 19.992: $31.665.286; Bono Ley N° 19.992: ---; Bono Leyó  

20.874:  $1.000.000;  Aguinaldos:  $400.374.  Total  a  la  fecha:  $33.065.660;  Pensi nó  

Actual: $226.055.
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SEXTO:  Que a folio 43, con fecha 19 de octubre de 2022, consta audiencia que 

recibe la prueba testimonial ofrecida por la demandante, a la que comparece don 

Manuel  Alejandro Ferrada Henr quez,  quien previamente juramentado y sin tachasí  

declara que conoce a don Carlos Mu oz Carranza alrededor de 30, 35 a os y leñ ñ  

consta  porque  han  conversado  los  da os  que  l  sufri  y  sigue  sufriendo  lasñ é ó  

consecuencias de los apremios ileg timos a los que fue v ctima meses despu s del golpeí í é  

de estado, en los momentos m s lgidos y duros de la represi n. Agrega que l estuvoá á ó é  

preso en el Regimiento de Telecomunicaciones alrededor de un mes a dos meses no 

recuerda bien, fue sometido a torturas f sicas y psicol gicas, sali  muy marcado de eseí ó ó  

lugar, posteriormente l march  al exilio y despu s que regres  a Chile fue detenidoé ó é ó  

nuevamente por el servicio de inteligencia militar, fue acusado de alta traici n a laó  

familia militar. Relata que don Carlos a n sufre de traumas, psicol gicos, de insomnioú ó  

y tiene muchos traumas,  tiene miedo a las personas uniformadas.  Con respecto a 

cuanto seria lo justo el monto a pagar, en realidad no hay cifra, nunca van a pagar el 

da o al cual fue sometido y que actualmente sufre. Repreguntado, aclara que conñ  

respecto a la tortura f sica, fue sometido a sesiones de golpes y torturas a trav s deí é  

corriente.  Y con respecto a las  torturas  psicol gicas  fue  sometido a simulacro deó  

fusilamiento, aislamiento, a negaci n de agua y comida y tambi n le afect  mucho lasó é ó  

amenazas a su familia. Y respecto de los da os, detalla sobre el insomnio que sufre l,ñ é  

no duerme con las pesadillas constantes que tiene por lo que le ocurri  a l comoó é  

preso  pol tico  y  tambi n  le  tiene  miedo,  horror,  se  paraliza  cuando  militares  oí é  

carabineros en cualquier lugar en la calle o donde sea. Y con respeto a la parte f sicaí  

tiene problemas a la pierna izquierda, problemas en la espalda y en menor medida 

problemas de movilidad.

Comparece tambi n, don Rodolfo Juan Caro Moya, quien previamente juramentado yé  

sin tachas expone que en el contexto de la primera detenci n de don Carlos ocurridaó  

en el a o 73, en el momento m s maquiav lico y represivo de la dictadura conlleva añ á é  

que los apremios sufridos por don Carlos en ese momento tienen que haber sido de la 

mayor  gravedad  y  configurado  en  apremios  ileg timos,  tortura  y  vulneraci n  deí ó  

derechos. Agrega que don Carlos fue objeto de las mayores violaciones a los derechos 
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humanos que se pudieron cometer en ese momento, teniendo que salir al exilio, del 

que vuelve en el a o 80, donde nuevamente cae detenido y sufre nuevamente el rigorñ  

de  la  represi n  de los  brazos  armados  del  Estado.  Repreguntado  respecto  de losó  

apremios ileg timos sufridos por el demandante, aclara que don Carlos estuvo en elí  

Regimiento Tacna, le parece el que est  en San Bernardo, donde sufri  golpes, tortura,á ó  

apremios psicol gicos por parte de los efectivos militares en el recinto mencionadoó  

anteriormente.  En cuanto a la manifestaci n de los da os sufridos por don Carlosó ñ  

Mu oz,  como  consecuencia  de  los  apremios,  detalla  que  conoce  al  demandanteñ  

aproximadamente hace 15 a os y en los encuentros de grupos de la Comisi n Valech,ñ ó  

l contaba sus problemas de salud que eran permanentes, hablaba algo de reflujo, laé  

dificultad  para  dormir,  la  inseguridad  emocional  permanente,  el  tema  de  poder 

relacionarse con sus pares, miedo inexplicable a salir a la calle, comunicarse con otras 

personas;  en  alg n  momento  mostr  ex menes,  tratamiento  a  los  cuales  l  estabaú ó á é  

sometido y los costos que para l ten a.é í

S PTIMOÉ : Que como cuesti n previa, se tendr  como hecho de la causa que losó á  

sucesos invocados como fuente de responsabilidad por el demandante est n referidos aá  

la detenci n y prisi n ilegales, y torturas sufridos por don Carlos Alejandro Mu ozó ó ñ  

Carranza, efectuados por agentes del Estado en el per odo acaecido en nuestro pa sí í  

entre los a os 1973 y 1990, perpetr ndose tales hechos desde el 30 de septiembre alñ á  

10 de octubre de 1973 -lo que se encuentra debidamente acreditado en autos con los 

documentos acompa ados, individualizados en el motivo tercero que antecede y con elñ  

reconocimiento del mismo por el demandado-, es de aqu llos que han sido catalogadosé  

como  cr menes  de  lesa  humanidad,  que  implican,  por  consecuencia,  una  necesariaí  

violaci n a los Derechos Humanos, y que constituyen una violaci n grave a las normasó ó  

internacionales de la materia; considerando, en todo caso y adem s, que la propiaá  

demandada ha fundado su defensa en declaraci n de dicha naturaleza.ó

OCTAVO:  Que  establecido  lo  anterior,  se  dir  tambi n  que  la  acci n  civil  deá é ó  

indemnizaci n de perjuicios por da o moral deducida en estos autos en contra deló ñ  

Fisco de Chile,  tiene por objeto obtener  una ntegra reparaci n  de los  perjuiciosí ó  

ocasionados por el actuar de agentes del Estado, conforme tratados internacionales 
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ratificados  por  Chile,  y  de  la  interpretaci n  de  normas  de  derecho  interno  enó  

conformidad a la Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

NOVENO: Que este derecho a la acci n de las v ctimas y sus familiares encuentra suó í  

fundamento  en  los  principios  generales  de  Derecho  Internacional  de  los  Derechos 

Humanos, y la consagraci n normativa en los tratados internacionales ratificados poró  

Chile, que obligan al Estado a reconocer y proteger el derecho a la reparaci n ntegra,ó í  

en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del art culo 5, y en los art culos 6 y 7í í  

de nuestra Carta Fundamental.

D CIMOÉ : Que dicho lo anterior, y habiendo sido opuestas por el demandado las 

excepciones rese adas, deber  esta Magistratura referirse en primer t rmino a aqu llas;ñ á é é  

y primeramente a la excepci n de prescripci n extintiva impetrada.ó ó

D CIMO PRIMEROÉ : Que a este respecto, se dir  que la obligaci n de los Estados deá ó  

respetar  los  Derechos  Humanos  internacionalmente  reconocidos  da  origen  a  su 

responsabilidad,  que  encuentra  su  base  jur dica  principalmente  en  los  tratadosí  

internacionales sobre Derechos Humanos, como tambi n en el derecho internacionalé  

consuetudinario, particularmente en aqu llas normas que tienen un car cter imperativoé á  

o de  ius  cogens;  dentro de las  cuales  cabe mencionar,  como se dijo,  los  hechos 

invocados en autos por el actor como fuente de responsabilidad. En este sentido, es 

pac fico  el  punto  referido  a  la  imprescriptibilidad  de  la  acci n  penal,  desde  laí ó  

perspectiva de la investigaci n y sanci n de cr menes de lesa humanidad; sin embargoó ó í  

no  existe  consenso  en  cuanto  a  extender  dicha  imprescriptibilidad  a  las  acciones 

dirigidas a obtener reparaci n pecuniaria por los mismos hechos.ó

D CIMO SEGUNDOÉ : Que para despejar el punto anterior, y, como se razon , ha deó  

concluirse, primeramente, que trat ndose de violaciones a los Derechos Humanos, laá  

fuente de la responsabilidad civil no se encuentra en el C digo Civil aplicable a lasó  

relaciones entre particulares o de stos contra el Estado en el plano interno, sino ené  

principios y normas del Derecho Internacional de Derechos Humanos, que postulan que 

todo da o acaecido en el mbito de aqu llos ha de ser siempre reparado integralmente.ñ á é

D CIMO TERCEROÉ : Que as , trat ndose de un delito de violaciones a los Derechosí á  

Humanos,  como  acontece  en  estos  autos,  cuya  acci n  penal  persecutoria  esó  
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imprescriptible, car cter reconocido en diversas normas internacionales como  á tambi né  

establecido  por  la  jurisprudencia  de  nuestra  Corte  Suprema;  no  resulta  coherente 

entender que la acci n civil indemnizatoria est  sujeta a las normas de prescripci nó é ó  

establecidas  en  la  ley  civil  interna,  pues  aquello  entorpece  la  voluntad  expresa 

manifestada por la normativa internacional sobre Derechos Humanos,  integrante de 

nuestro ordenamiento jur dico nacional por disposici n del inciso segundo del art culoí ó í  

5° de  la  Carta  Fundamental;  que  consagra  el  derecho  de  las  v ctimas  y  otrosí  

leg timos titulares a obtener la debida reparaci n de todos los perjuicios sufridos aí ó  

consecuencia del acto il cito. En este sentido, un fallo de nuestro m ximo Tribunal haí á  

se alado que “cualquier pretendida diferenciaci n en orden a dividir ambas acciones ñ ó –

civil y penal- y otorgarles un tratamiento desigualado es discriminatoria y no permite 

al ordenamiento jur dico guardar la coherencia y unidad que se le reclama. Entonces,í  

pretender aplicar las normas del C digo Civil a la responsabilidad derivada de cr menesó í  

de lesa humanidad posibles de cometer con la activa colaboraci n del Estado, comoó  

derecho com n supletorio a todo el ordenamiento jur dico, hoy resulta improcedente”.ú í  

Contin a el fallo indicando que “(…)dado el contexto en que el il cito fue verificado,ú í  

con la intervenci n de agentes del Estado amparados en un manto de impunidadó  

forjado con recursos estatales, trae no s lo aparejada la imposibilidad de declarar laó  

prescripci n de la acci n penal que de ellos emana sino que, adem s, la inviabilidad deó ó á  

proclamar la extinci n -por el transcurso del tiempo- de la posibilidad de ejercer laó  

acci n civil indemnizatoria derivada del delito que se ha tenido por acreditado”.ó

D CIMO CUARTOÉ : Que por otro lado, la acci n civil deducida por el demandanteó  

en  contra  del  Fisco,  tendiente  a  obtener  la  reparaci n  ntegra  de  los  perjuiciosó í  

ocasionados, encuentra tambi n su fundamento en los principios generales del Derechoé  

Internacional de los Derechos Humanos y su consagraci n normativa en los tratados– ó  

internacionales ratificados por Chile-, que obligan al Estado a reconocer y proteger el 

referido derecho a reparaci n ntegra, el que, en el mbito internacional, no s lo seó í á ó  

limita a los autores de los cr menes, sino tambi n al Estado mismo. En este entendido,í é  

las referidas normas imponen un l mite y un deber de actuaci n a los poderes p blicos,í ó ú  

y en especial a los tribunales nacionales, los que no pueden interpretar las normas de 
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derecho interno de un modo tal que dejen sin aplicaci n esas normas, pues ello podr aó í  

comprometer la responsabilidad internacional del Estado de Chile; raz n por la cual noó  

resultan aplicables a estos efectos las normas del C digo Civil sobre prescripci n de lasó ó  

acciones  civiles  comunes  de indemnizaci n  de perjuicios,  pues  ellas  contradicen  loó  

dispuesto en la normativa internacional. En tal sentido, la Convenci n Americana deó  

Derechos  Humanos  consagra  que  la  responsabilidad  del  Estado  por  los  il citos  oí  

violaciones de los Derechos Humanos, queda sujeta a reglas de Derecho Internacional, 

las que no pueden ser incumplidas a pretexto de hacer primar otros preceptos de 

derecho interno; pues si se verifica un hecho il cito imputable a un Estado, surge deí  

inmediato  la  responsabilidad  internacional  de  ste  por  la  violaci n  de  una  normaé ó  

internacional,  con  el  consecuente  deber  de  reparaci n  y  de  hacer  cesar  lasó  

consecuencias de la violaci n.ó

D CIMO QUINTOÉ :  Que adem s,  y como se ha se alado en el citado fallo  delá ñ  

m ximo  Tribunal,  “(…)debe  tenerse  en  consideraci n  que  el  sistema  deá ó  

responsabilidad del  Estado  deriva  tambi n  de  los  art culos  6  inciso  tercero  de laé í  

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  y  3°  de  la  Ley  Nro.  18.575,  Org nicaó í ú á  

Constitucional  de  Bases  Generales  de  la  Administraci n  del  Estado,  las  que,  deó  

aceptarse la tesis del recurso del Fisco de Chile relativa a la prescriptibilidad de la–  

acci n civil emanada de violaciones a los Derechos Humanos- quedar an inaplicadas”.ó í

D CIMO SEXTOÉ : Que de lo anterior, ha de concluirse necesariamente que la acci nó  

civil de las v ctimas de violaci n a sus Derechos Humanos, y otros leg timos titulares aí ó í  

ella, a fin de obtener la reparaci n ntegra del da o producido a consecuencia deó í ñ  

hechos il citos perpetrados por agentes del Estado, no es prescriptible, de conformidadí  

a la normativa del C digo Civil.ó

D CIMO S PTIMOÉ É : Que lo anterior encuentra su fundamento tambi n en que losé  

Derechos Humanos tienen como cimiento central la dignidad de la persona humana, la 

que, en palabras de Carlos Dorn Garrido, es aqu l “valor intr nseco que impone alé í  

Estado un deber de respeto y protecci n, cuya justificaci n se basa en el hecho deó ó  

que la existencia humana es m s que s lo expresi n biol gica de la vida animal, yaá ó ó ó  

que est  unida a un ser  dotado de conciencia  de s  mismo y que es  capaz deá í  
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trascender  m s  all  de  la  contingencia  presente”;  y  es  justamente  esa  dignidadá á  

humana que debe primar por sobre los fundamentos de seguridad y certeza jur dicaí  

que sustentan la prescripci n a nivel nacional, toda vez que dichas finalidades no seó  

avienen con la misi n principal de los Derechos Humanos, que es amparar la dignidadó  

de la v ctima, bien jur dico superior y permanente para la humanidad.í í

D CIMO OCTAVOÉ : Que cabe precisar en este punto, que los tratados internacionales 

ratificados por Chile-, como un proceso de positivizaci n de la normativa internacional– ó  

consuetudinaria,  no  han  creado  un  sistema  de  responsabilidad,  sino  que,  por  el 

contrario,  lo han reconocido,  pues,  sin duda,  siempre ha existido.  As ,  si  bien laí  

Convenci n Americana de Derechos Humanos, promulgada por el Decreto Supremoó  

Nro. 873 de 23 de agosto de 1990, y publicado el 05 de enero de 1991, y el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Pol ticos, aprobado por el Decreto Supremo Nro.í  

778  de  noviembre  de  1976,  y  publicado  en  abril  de  1989  -ambas  normas  que 

contienen  c nones  referidos  a  la  responsabilidad  del  Estado  como  la  denominadaá  

“indemnizaci n compensatoria”, del deber de reparar las consecuencias de la medidaó  

o situaci n que han configurado la vulneraci n del derecho o libertad conculcados y eló ó  

“pago de una justa indemnizaci n a la parte lesionada”-, no se encontraban vigentesó  

en Chile al tiempo de los hechos alegados, pues fueron incorporados al derecho interno 

con posterioridad a la comisi n de los cr menes descritos, ello no constituye obst culoó í á  

para  la  eventual  aplicaci n  inmediata  de  sus  reglas,  las  que,  desvinculadas  de  laó  

prescriptibilidad, ser an plenamente aplicables.í

D CIMO NOVENOÉ : Que dicho lo anterior, se referir  este Magistrado a la excepci ná ó  

opuesta del demandado relativa a la reparaci n integral del demandante, toda vez queó  

aqu l habr a sido ya indemnizado, a trav s no s lo de la entrega directa de dineros, ené í é ó  

relaci n a pensiones y bonos otorgados por el Estado a quienes han sido v ctimas deó í  

violaciones a sus Derechos Humanos y/o de sus familiares, sino tambi n mediante elé  

otorgamiento de ciertas prestaciones de salud y educacionales,  y otras reparaciones 

simb licas; aqu lla excepci n ser  rechazada. En efecto, como se dijo, y sin perjuicioó é ó á  

del  Oficio  emitido  por  el  Instituto  de Previsi n  Social,  la  normativa  internacionaló  

consagra una reparaci n integral del da o, que no se limita a la reparaci n a Estadosó ñ ó  
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o grupos poblacionales, sino a personas individualmente consideradas. A criterio de esta 

Magistratura, las reparaciones a que ha hecho referencia la demandada tienen un rol 

colectivo;  debiendo ser  necesariamente  complementadas  con reparaci n  material  deló  

da o moral individual sufrido por las v ctimas. En este sentido, un fallo de la Corteñ í  

Suprema reconoce que “El derecho ejercido por los actores, tanto para requerir la 

bonificaci n  y  la  pensi n  mensual  antes  referidas  como  el  que  los  habilit  paraó ó ó  

demandar en estos autos, proceden de fuentes diversas”. 

VIG SIMOÉ :  Que en todo caso y sin perjuicio de lo razonado en el motivo que 

antecede,  las  denominadas  “Leyes  de  Reparaci n”,  entre  las  que  se  encuentranó  

aqu llas mencionadas por la demandada en su defensa, si bien son un reconocimientoé  

del Estado de Chile en su deber de reparar el da o causado a v ctimas de violacionesñ í  

de Derechos Humanos o a sus familiares directos, en modo alguno impiden acceder ni 

son incompatibles con el derecho de todo ciudadano afectado por el actuar doloso de 

agentes del Estado de obtener una indemnizaci n distinta a una reparaci n de car cteró ó á  

meramente  asistencial,  como  establecen  las  referidas  leyes.  Los  medios  voluntarios 

asumidos por el Estado y fijados en las citadas leyes no importan, en ning n caso, unaú  

renuncia o prohibici n a las v ctimas para acudir a la sede jurisdiccional demandandoó í  

la reparaci n del da o moral provocado por agentes del Estado, como acontece enó ñ  

autos; claro que, cuesti n aparte, ser  acreditar los supuestos de la indemnizaci n deó á ó  

perjuicios que se solicita, seg n las reglas generales. As  ha sido razonado tambi n porú í é  

la Excma. Corte Suprema, en causa Rol Nro. 796-16, de fecha 03 de junio de 2016, 

se alando que  ñ “la pretensi n de la demandada de regular la indemnizaci n por eló ó  

da o padecido considerando los pagos ya recibidos del Estado contradice lo dispuestoñ  

en la normativa internacional se alada en la sentencia de casaci n que antecede yñ ó  

porque el derecho com n interno s lo es aplicable si no est  en contradicci n con esaú ó á ó  

preceptiva, como tambi n se razon  en la decisi n de nulidad precedente, de modo queé ó ó  

la responsabilidad del Estado por esta clase de il citos siempre queda sujeta a reglas deí  

Derecho Internacional, las que no pueden ser incumplidas en funci n de preceptos deó  

derecho patrio. La normativa invocada por el Fisco -que s lo establece un sistema deó  

pensiones asistenciales- no contempla incompatibilidad alguna con la indemnizaci n queó  
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aqu  se persiguen y no es procedente suponer que ella se dict  para reparar todo da oí ó ñ  

moral inferido a las v ctimas de atentados a los derechos humanos, ya que se trata deí  

formas distintas de reparaci n, y que las asuma el Estado voluntariamente, como es eló  

caso de la legislaci n en que se asila el demandado, no importa la renuncia de una deó  

las partes o la prohibici n para que el sistema jurisdiccional declare su procedencia,ó  

por los medios que autoriza la ley”. 

VIG SIMO PRIMEROÉ : Que habiendo sido rechazadas las excepciones opuestas por el 

Fisco  de  Chile,  relativas  al  fondo  de  la  acci n  deducida,  corresponde  ahoraó  

pronunciarse  sobre  la  pretensi n  del  actor  a  ser  indemnizado  por  el  da o  moraló ñ  

provocado a ra z de la  í detenci n y prisi n ileg timas, y torturas  ó ó í sufridas por aqu l,é  

cometido por agentes del Estado, en un contexto de conflicto armado nacional.

VIG SIMO SEGUNDOÉ : Que en relaci n a lo anterior, se dir  que el da o moral,ó á ñ  

presupuesto necesario para que surja la obligaci n de indemnizar los perjuicios, a pesaró  

de su naturaleza particular, debe ser probado por quien lo reclama, toda vez que este 

constituye un presupuesto para el origen de la responsabilidad civil  y consecuente 

indemnizaci n de perjuicios que se demanda; deriv ndose la l gica consecuencia de queó á ó  

quien intente beneficiarse de la concurrencia de la misma, tendr  la carga probatoriaá  

de demostrar su existencia.

VIG SIMO TERCEROÉ : Que a este respecto, reiterada jurisprudencia de la Corte 

Suprema ha definido el da o moral como la lesi n efectuada culpable o dolosamente,ñ ó  

que significa molestias en la seguridad personal del afectado, en el goce de sus bienes 

o en un agravio a sus  afecciones  leg timas,  de un derecho subjetivo de car cterí á  

inmaterial e inherente a la persona, y que se imputa a otra. As , el da o moralí ñ  

consiste, equivale y tiene su fundamento en el sufrimiento, dolor o molestia que el 

hecho il cito ocasiona en la sensibilidad f sica, sentimientos o afectos de una persona.í í

VIG SIMO CUARTOÉ : Que a fin de acreditar el da o moral padecido por el actor,ñ  

que resulta  esclarecedor en la materia,  m s all  del  reconocimiento que se le haá á  

otorgado a don Carlos Alejandro Mu oz Carranza como v ctima de violaci n a susñ í ó  

Derechos Humanos, se rindi  prueba testimonial, declarando dos testigos, quienes sinó  

tachas y contestes afirman que el actor ha sufrido de da os psicol gicos, desde elñ ó  
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evento de detenci n y tortura, lo que le ha provocado, entre otros, problemas paraó  

dormir del tipo insomnio y otros sociales, como el miedo de encontrarse con militares 

o carabineros en la calle, inseguridad y dificultad de relacionarse con otras personas. 

VIG SIMO QUINTOÉ : Que sin perjuicio de no contar con un informe psicol gico deó  

c mo las situaciones vividas por don Carlos Alejandro Mu oz Carranza, han afectadoó ñ  

la sensibilidad f sica, sentimientos y desarrollo de aqu l, tanto a nivel profesional comoí é  

personal;  puede presumirse,  luego de establecido como hecho de la  causa  que el 

demandante fue detenido y prisionero ilegal, y adem s fue v ctima de tortura ejecutadaá í  

por agentes del Estado, que las consecuencias psicol gicas de aquellos eventos surtenó  

hasta el d a de hoy efectos en su persona, en sus relaciones de familia, sociales yí  

laborales, y en el desenvolvimiento normal en su entorno y actividades diarias.

VIG SIMO  SEXTOÉ :  Que  de  la  prueba  rendida,  y  seg n  lo  expresadoú  

precedentemente, se logra constatar la existencia de un da o moral causado al actor,ñ  

que tuvo su origen en el delito de detenci n y prisi n ilegal, y de tortura ó ó cometidos 

por agentes del Estado en su contra, en el contexto de una violaci n a sus Derechosó  

Humanos, estableci ndose como hecho de la causa la aflicci n que ha sufrido doné ó  

Carlos Alejandro Mu oz Carranza por tales delitos; teniendo presente adem s que lasñ á  

secuelas f sicas y psicol gicas que ha sufrido y sufre hasta el d a de hoy son deí ó í  

aquellas que permanecen de por vida, truncando el normal desarrollo de cualquier 

persona.

VIG SIMO S PTIMOÉ É : Que habiendo sido determinada la existencia del da o moralñ  

sufrido por el demandante, corresponde ahora fijar su cuant a en dinero. Sin embargo,í  

los antecedentes aportados no han sido suficientes para determinar el da o moral enñ  

cuanto  quantum que le produjeron los delitos cometidos en su contra. As , el da oí ñ  

moral deber  ser determinado en cada caso concreto y diferenciado, debiendo aplicará  

normas de la sana cr tica; seg n la entidad, naturaleza y extensi n del da o producido.í ú ó ñ

VIG SIMO  OCTAVOÉ :  Que  en este  punto,  es  dable  se alar,  a  prop sito  de  lasñ ó  

alegaciones efectuadas en subsidio por el Fisco de Chile, en orden a no estimar la 

indemnizaci n de perjuicios como una fuente de lucro para aqu llos que lo demandan,ó é  

ni menos, considerar las facultades econ micas del demandante o demandado para suó  
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determinaci n; que la apreciaci n pecuniaria del da o moral, por la naturaleza deló ó ñ  

mismo,  es  compleja,  m s  aun  cuando  no  se  aportaron  mayores  antecedentes.  Elá  

principio de reparaci n integral tiene limitaciones, no debiendo, en aras a ser fiel a susó  

lineamientos, otorgar una indemnizaci n excesiva o desmedida torn ndose caprichosa oó á  

arbitraria, no cumpliendo con la exigencia de reparar en forma equitativa el da oñ  

sufrido. As , y como se indic , la determinaci n del da o moral, en su í ó ó ñ quantum, se 

har  en consideraci n a la extensi n del mismo, ello en m rito de las normas propiasá ó ó é  

de la sana cr tica, sentido com n, y los antecedentes que obran en autos.í ú

VIG SIMO NOVENOÉ : Que por su parte, en lo que se refiere a la alegaci n de laó  

demandada en orden a que la regulaci n del da o moral debe considerar los pagos yaó ñ  

realizados, y de conformidad a lo razonado en los considerandos d cimo noveno yé  

vig simo precedentes, los beneficios econ micos recibidos por el actor por parte delé ó  

Estado, en virtud de las leyes respectivas, son una forma de reparaci n colectiva queó  

debe ser complementada con la reparaci n material del da o moral individual sufridoó ñ  

por las v ctimas; y que no puede confundirse con las obligaciones impuestas por elí  

derecho internacional, referidas a una ntegra reparaci n,  como ampliamente se haí ó  

razonado en los motivos precedentes de esta sentencia. As , habr  de ser desestimada laí á  

alegaci n del Fisco en tal sentido.ó

TRIG SIMOÉ :  Que  adem s,  es  necesario  precisar  que  la  suma de  dinero  que  seá  

conceda  en nada proscribe  la  aflicci n  sufrida  por  el  actor  debido  a  los  il citosó í  

perpetrados en su contra por agentes del Estado, quienes, en raz n de la calidad queó  

ostentaban, deb an velar por la cautela y seguridad de todos los ciudadanos, mandatoí  

que se vio quebrantado en los casos como el de marras.

TRIG SIMO  PRIMEROÉ :  Que  ahora  bien,  y  a  fin  de  determinar  el  quantum 

indemnizatorio, este Sentenciador tiene presente los hechos invocados y acreditados, 

especialmente las torturas perpetradas en su persona, que no pueden sino considerarse 

como destructoras de su dignidad humana, ello sumado al contexto nacional en que 

ocurrieron los hechos que motivan la presente causa; por lo que aval a el da o moralú ñ  

sufrido por el actor en la suma de $20.000.000 (veinte millones de pesos).

TRIG SIMO  SEGUNDOÉ :  Que  en lo  que respecta  a reajustes  e  intereses,  y en 
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atenci n al principio de reparaci n integral del da o, aqu lla solicitud ser  acogida; sinó ó ñ é á  

embargo, desde las fechas seg n lo que se mencionar , acogiendo, en tal punto, laú á  

solicitud de la parte demandada. As , las sumas a que ha sido condenado el Fiscoí  

deber n ser pagadas debidamente reajustadas, en la proporci n que var e el ndice deá ó í Í  

Precios al Consumidor entre la fecha en que la presente sentencia se encuentre firme 

y el pago efectivo. En cuanto a los intereses, las sumas a que ha sido condenado el 

demandado generar n intereses corrientes para operaciones reajustables desde la fechaá  

en que quede firme la presente sentencia y hasta su pago efectivo.

TRIG SIMO TERCEROÉ : Que las dem s alegaciones y probanzas allegadas al procesoá  

no  modifican  la  decisi n  adoptada,  por  lo  que  su  an lisis  resulta  inoficioso,  sinó á  

perjuicio de haberlas considerado al momento de resolver.

Por estas consideraciones y visto, adem s, lo dispuesto á en los art culos 5 y siguientes yí  

38 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica; art culo 1698 del C digo Civil, Leyó í ú í ó  

Nro. 19.123 y Nro. 19.992, Convenci n Americana de Derechos Humanos; y art culosó í  

139, 144, 160, 170, 342, 346, 358, 384, 426 y 428 del C digo de Procedimiento Civil,ó  

y dem s pertinentes:á

SE RESUELVE: 

I.- Que se rechazan las excepciones opuestas por el Fisco de Chile , relativas a la 

prescripci n extintiva, de reparaci n integral del demandante, y que la indemnizaci nó ó ó  

del da o moral debe considerar los pagos ya realizados por el Estado.ñ

II.- Que, en consecuencia,  se acoge la demanda de indemnizaci n de perjuiciosó  

por da o moralñ  interpuesta por don Carlos Emilio Toloza Eguiluz, en representaci nó  

de don Carlos Alejandro Mu oz Carranza, s lo en cuanto se condena al Fisco de Chileñ ó  

a pagar en favor de aqu l la suma de $20.000.000 (veinte millones de pesos).é

III.- Que la cantidad referida en el numeral anterior deber  ser pagada debidamenteá  

reajustada, en la proporci n que  ó var e el ndice de Precios al Consumidor entre laí Í  

fecha en que la presente sentencia se encuentre firme y el pago efectivo.

IV.- Que asimismo, la cantidad referida devengar  intereses corrientes para operacionesá  

reajustables, desde que la presente sentencia se encuentre firme y hasta la fecha de 

pago efectivo.
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V.- Que no se condena en costas a la parte demandada, por estimar el Tribunal que 

ha tenido motivo plausible para litigar.

CONS LTESE, SI NO FUERE APELADA, DE CONFORMIDAD A LO DISPUESTOÚ  

EN EL ART CULO 751 DEL C DIGO DE PROCEDIMIENTO CIVILÍ Ó

REG STRESEÍ

NOTIF QUESE PERSONALMENTE O POR C DULAÍ É

ROL C-103-2021

DICTADA  POR  DON  LUIS  OSVALDO  CORREA  ROJAS,  JUEZ  TITULAR 

DEL D CIMO CUARTO JUZGADO CIVIL DE SANTIAGOÉ

AUTORIZADA  POR  Ximena  Araya  Pino,  Secretaria  Subrogante  del  Tribunal 

D CIMO CUARTO JUZGADO CIVIL DE SANTIAGOÉ

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del 

art culo 162 del C digo de Procedimiento Civil, en Santiago a un d a del mes deí ó í  

febrero de dos mil veintitr s.é
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